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    El auge de las redes sociales y la presencia constante en línea está cambiando la naturaleza del compromiso cívico y la participación política en los sectores más jóvenes de la población. Los principales desafíos a los que, hoy en día, se enfrentan las sociedades –desde la desigualdad y el racismo sistémico hasta el cambio climático–, no pueden resolverse con el conjunto de herramientas de antaño.




    Cómo resolver problemas públicos de Beth Simone Noveck nos enseña cómo debemos aprovechar la tecnología digital, los datos y el conocimiento colectivo de nuestras comunidades para diseñar soluciones a los problemas contemporáneos. A menudo se produce una brecha entre la idea y la implementación, pero «tenemos en nuestras manos las herramientas necesarias para resolver los problemas más graves de nuestra democracia», señala Noveck.




    Después de años de estudio e investigación, asesoramiento a líderes internacionales, entrevistas y encuestas de miles de solucionadores de problemas públicos, Beth Simone Noveck nos proporciona una magnífica guía práctica para servidores públicos, líderes comunitarios, estudiantes y activistas con el fin de poder abordar con mayor eficacia y equidad los problemas de nuestro atribulado mundo del siglo XXI.
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    Nota de la autora


  




  El 6 de enero de 2021, una implacable campaña sistemática de agravios y falsedades dirigida por el expresidente Donald Trump y avivada por miembros del Partido Republicano y medios de comunicación conservadores acabó en un violento ataque al Capitolio de Estados Unidos. La tentativa de golpe de Estado, que, aunque fue planificada de manera incompetente, terminó con víctimas mortales, contaba entre sus líderes con supremacistas blancos, neonazis y partidarios de la paranoica teoría conspirativa de QAnon. Sin embargo, el apoyo de los estadounidenses a la insurrección iba mucho más allá de la franja ideológica de la extrema derecha. Según YouGov, cerca del 45% de los votantes republicanos manifestaron su apoyo a este ataque. Recordemos que 74 millones de estadounidenses votaron a Trump en 2020, a pesar de su visible desprecio por las instituciones y la toma de decisiones democráticas, que puso de manifiesto tanto durante la campaña electoral como durante los cuatro años de su presidencia. A la vista de estos acontecimientos, podría pensarse que la democracia estadounidense está al final de su vida. Sin embargo, he escrito este libro con la firme convicción de que esto no es así.




  Tenemos en nuestras manos las herramientas necesarias para resolver los problemas más graves de nuestra democracia. Incluso durante el largo 2020, cuando parecía que el mundo entero se desmoronaba por culpa de la pandemia de COVID-19, tuve la ocasión de conocer de cerca a numerosos activistas, líderes comunitarios, servidores públicos y otros agentes del cambio –muchos de ellos jóvenes, en diferentes países– que trabajaban codo con codo junto a sus gobiernos para resolver problemas reales, mientras dejaban de lado las discrepancias políticas que había entre ellos. No estoy sola en mi optimismo. Según un estudio del Pew Research Center, en Estados Unidos, el 57% de los ciudadanos cree que es posible que los estadounidenses puedan encontrar una manera de resolver sus problemas públicos. La mayoría considera también que el gobierno y las instituciones públicas tienen un importante papel que desempeñar en la resolución de nuestros grandes retos públicos.




  La mejor forma de hacer frente a estos desafíos es implicar a los ciudadanos en su resolución, lo que significa otorgar más poder a la gente corriente para transformar la manera en la que nos gobernamos.




  Se trata de una tarea urgente, incluso vital. En el plazo de una generación, la confianza en el gobierno ha descendido a mínimos históricos. Salvo un pequeño repunte durante la pandemia, hasta hace relativamente poco sólo el 3% de los estadounidenses afirmaba que el gobierno de Washington hacía «casi siempre» lo correcto. El aumento de las desigualdades, la congelación de los salarios, la falta de movilidad social y la disminución de la esperanza y la calidad de vida han llevado a muchas personas a pensar que el gobierno ni las escucha ni trabaja para ellas. La consecuencia de ello, como dice el cómico Bill Maher, es que «Estados Unidos está lleno de gente harta e infeliz, que solo quiere acabar con todo».




  Sería tremendamente injusto culpar al sector público de todos los males de Estados Unidos. Sin embargo, con demasiada frecuencia nuestro gobierno se encuentra anquilosado y es ineficaz. Sufrimos lo que Larry Lessig –profesor de derecho en la Universidad de Harvard y activista en favor de reformar la ley electoral y la forma de financiación de las campañas–, denomina «corrupción institucional». La atención implacable que los medios prestan a personalidades demagógicas y a la competencia partidista, poniendo el foco en los resultados electorales más que en las acciones de gobierno, encubre el hecho de que existen mejores opciones de gobernar y que, como muestra este libro, es precisamente en tiempos difíciles cuando emergen dichas opciones.




  En el momento álgido de la pandemia de COVID-19, algunas instituciones públicas de este y otros países hicieron las cosas de una forma diferente. Colaboraron con todos los sectores del gobierno y también organizaciones externas. Dieron respuesta a problemas difíciles, consultaron a los ciudadanos directamente afectados y utilizaron datos y análisis predictivos antes de tomar decisiones. Aprovecharon la perspicacia, la pasión y el poder de la gente corriente. Demostraron que el gobierno podría ser muy exitoso a la hora de mejorar la vida de las personas si esta forma colaborativa de trabajar fuera la norma habitual.




  Por ejemplo, la urgencia de la pandemia llevó en 2021 a las ciudades africanas de Accra, Bahir Dar, Kampala, Kano y Mutare, con el apoyo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y de The Governance Lab, a pedir ayuda a sus ciudadanos para afrontar tres grandes retos: mejorar la producción y gestión de residuos urbanos; fomentar la resiliencia urbana en barrios marginales y asentamientos no autorizados; y apoyar y fortalecer sus economías irregulares. La respuesta de los ciudadanos a este Multi-City Challenge fueron casi trescientas propuestas, detalladas y prácticas, para resolver los problemas mencionados, y ahora se elegirán cuáles de ellas van a aplicarse. También en 2020, cinco ciudades del norte de México solicitaron la colaboración de sus ciudadanos en otro Multi-City Challenge. Dichas ciudades están implementando los proyectos ganadores para abordar problemas en los sectores de movilidad urbana, ayuda económica pospandémica y sector digital. Uno de esos proyectos, por ejemplo, es una novedosa iniciativa para introducir vegetación que absorba la contaminación ambiental en zonas comunes de la ciudad de Monterrey; otro promueve el diseño de estacionamientos para bicicletas ecológicas con la finalidad reducir el tráfico en Hermosillo.




  Por todo el mundo encontramos buenos ejemplos de instituciones abiertas, que trabajan junto a sus ciudadanos para resolver los problemas comunes. En Taiwán, más de 200.000 personas han colaborado en la elaboración de veintiséis leyes de ámbito nacional, en una iniciativa conocida como vTaiwan. En el marco de dicha iniciativa se han redactado normas, por ejemplo, de los ámbitos de la telemedicina y la economía digital. La de vTaiwan es sólo una muestra más del floreciente crowdlaw, movimiento en el que los órganos legislativos recurren al uso de las nuevas tecnologías para involucrar a sus públicos en la elaboración de leyes.




  En Estados Unidos también podemos encontrar ejemplos de innovación gubernamental. En la última década, el gobierno federal puso en marcha un programa, no demasiado conocido, con personas de dentro y fuera de este, para buscar soluciones de código abierto a problemas públicos. Más de un centenar de agencias federales han utilizado el sitio web www.challenge.gov con el fin de aprovechar los conocimientos y las experiencias acumuladas por la ciudadanía. En el momento en el que escribo este libro, la Administración de Recursos y Servicios Sanitarios está solicitando colaboración ciudadana para incrementar la atención preventiva pediátrica, y el Departamento de Energía está organizando un concurso para que estudiantes universitarios diseñen y construyan edificios innovadores alimentados con energías renovables.




  Cuando las instituciones sacan partido de los datos y aúnan la experiencia, los conocimientos y la sabiduría de las personas corrientes, pueden hacer cosas realmente extraordinarias, como crear soluciones efectivas a problemas públicos y reforzar la democracia participativa. Si gobiernan centrándose únicamente en las opiniones de la gente, que a menudo están sesgadas por la desinformación y los prejuicios, solo consiguen avivar las divisiones sociales. Pero si, en cambio, prestan atención y descubren todo lo que las personas realmente saben, las instituciones pueden resultar de gran ayuda para superar las divisiones partidistas y pueden producir fantásticos resultados. Estos cambios, a su vez, incrementan la fe de la gente en la idea de que el gobierno trabaja realmente en su favor.




  No obstante, la transformación de las instituciones de gobierno hacia nuevas formas de trabajar no se producirá por sí sola. Los líderes de las ciudades africanas y mexicanas que organizaron Multi-City Challenges participaron de ocho sesiones de formación previa. En Taiwán, Audrey Tang, ministra de Innovación Digital, y una de las principales defensoras de la colaboración entre la sociedad civil y el gobierno, ha creado un programa de formación para instruir a los funcionarios del gobierno y convertirlos en «servidores de la participación». Los funcionarios de agencias federales estadounidenses tienen una comunidad de práctica en donde aprenden los unos de los otros sobre cómo plantearse retos, diseñar y aplicar soluciones a dichos retos en Challenge.gov.




  La Administración Biden-Harris debe complementar sus iniciativas políticas con la formación de los funcionarios en nuevas formas de trabajo público. Es necesario que la Casa Blanca invierta en formación mediante las nuevas tecnologías para garantizar que los líderes políticos y los funcionarios públicos aprendan mejores formas de resolver los problemas públicos, y para poner dichos recursos formativos a disposición de los gobiernos estatales y locales de forma gratuita. Para revertir la erosión de la confianza pública, la Administración Biden necesita que todos los funcionarios públicos –y no sólo los pequeños grupos de tecnólogos o analistas de datos–, posean y desarrollen sus habilidades de innovación con el fin de que el gobierno ser más eficaz, ágil y receptivo. Como aprendimos durante la crisis de COVID-19 –y lo hicimos especialmente de nuestros fracasos–, la Administración puede hacer las cosas mucho mejor si trabaja colaborativamente con los ciudadanos y utiliza sus datos para implementar soluciones innovadoras.




  Pero no es suficiente con formar a las personas que trabajan en nuestras instituciones. Si queremos hacer frente a los desafíos cruciales de nuestro tiempo –las inmensas tensiones del sistema de gobierno producidas por la pandemia, la recesión económica, el cambio climático y el racismo sistémico, entre otros–, necesitamos democratizar el acceso al aprendizaje experimental y permanente en la resolución de problemas públicos. Necesitamos proporcionar herramientas y métodos que permitan que todas las personas, y muy especialmente los jóvenes, puedan obtener resultados prácticos en los temas que los apasionan.




  Debemos invertir en el esfuerzo de enseñar a las personas cómo diseñar y liderar el cambio social, cómo colaborar con sus comunidades, incluyendo también a los grupos marginados y vulnerables. Porque si creamos instituciones que sepan escuchar, debemos también educar a la próxima generación de líderes para que sepa hacerse oír. Por ejemplo, en lugar de enseñar a los estudiantes sólo emprendimiento empresarial, las universidades y escuelas deberían responder a las demandas de sus estudiantes para formarse en emprendimiento público. Debemos apoyar a aquellos a los que el difunto congresista y activista de los derechos civiles John Lewis llamaba «personas comprometidas y decididas» que quieren marcar la diferencia en sus comunidades, ayudándolos a adquirir las habilidades que necesitan para llevar a cabo los proyectos que impulsan desde la gestación de la idea hasta su ejecución práctica.




  Con demasiada frecuencia se genera un abismo entre la idea y su implementación. Pero con todas las herramientas y habilidades de las que disponemos esto no debería seguir siendo así. Podemos desmenuzar las grandes e inabordables cuestiones en problemas abordables y solucionables. Podemos utilizar los datos y la colaboración ciudadana para comprender mejor dichos problemas. Podemos cooperar con otros para poner en práctica las soluciones compartidas.




  Este libro ofrece una guía práctica de cómo utilizar las habilidades necesarias para lograr el cambio social. Está escrito con la convicción de que, en su máxima implementación, sería posible, en palabras de la poeta Amanda Gorman, «elevar este mundo herido hasta convertirlo en uno maravilloso» y trascender los males actuales de nuestra política para construir una nueva confianza en el poder del gobierno y de la sociedad civil con el fin de mejorar drásticamente las vidas de todos los ciudadanos. Puede incluso que, en el transcurso de nuestra vida, tengamos la oportunidad de honrar las palabras del discurso «Tengo un sueño», de Martin Luther King, Jr., y «tallar de la montaña de la desesperación una piedra de esperanza [...] para transformar los estrepitosos desacuerdos de nuestra nación en una hermosa sinfonía».




  BETH SIMONE NOVECK
Marzo, 2021


  Nueva York, NY




  

     




    Introducción


  




  No haber oído hablar de ello no es tan bueno como haber oído hablar de ello. Haber oído hablar de ello no es tan bueno como haberlo visto. Haberlo visto no es tan bueno como saberlo. Saberlo no es tan bueno como ponerlo en práctica.




  XUNZI, El texto completo (siglo III a. C.)




  Son días sombríos para Estados Unidos. Crisis tras crisis. Mientras escribo estas líneas, a comienzos del 2021, las muertes por COVID-19 superan con creces las 400.000 y siguen aumentando. Representan más del 20% de las muertes por coronavirus en todo el mundo. Muchos países han vuelto a decretar confinamientos como respuesta a nuevos brotes. Se han celebrado manifestaciones en todos los estados del país, y en todo el mundo, en protesta por el brutal asesinato en Minneapolis (Minnesota) de otro hombre negro, que iba desarmado, a manos de cuatro agentes de policía blancos. La policía antidisturbios detuvo a periodistas, lanzó gases lacrimógenos a los manifestantes y reprimió a la gente que simplemente pasaba por ahí. En Estados Unidos, la integridad de nuestras elecciones democráticas y la transición pacífica del poder presidencial se pusieron en duda debido a la extendida supresión del derecho de voto y al hiperpartidismo de nuestra sociedad.




  La respuesta a la pandemia por parte del presidente Donald Trump ha sido, en el mejor de los casos, incompetente, indiferente a lo que nos decía la ciencia, e insensible con las víctimas de la enfermedad. El uso que ha hecho de la fuerza militar contra los propios estadounidenses, en respuesta a la muerte de George Floyd, el último de una larga lista de asesinatos policiales que pone de manifiesto el calado de la supremacía blanca y la injusticia racial en Estados Unidos, indicaba un deseo de incitar a la violencia más que de acabar con ella. Sin embargo, sobre la creciente desigualdad sistémica en este país, la plaga de opioides que mata a 128 estadounidenses cada día o la persistente amenaza existencial que supone el cambio climático, Trump no dio ninguna respuesta




  Es posible que Estados Unidos nunca haya tenido un presidente peor que Donald Trump. No obstante, los problemas a los que nos enfrentamos van mucho más allá de una persona concreta. Se trata de complejos desafíos sociales que no tienen una respuesta fácil y única, ni tampoco una solución rápida en las urnas. Hay una sensación persistente de que nuestras instituciones están fallando, especialmente el gobierno. El origen de la pérdida de confianza en nuestros gobiernos e instituciones, una especie de desesperación colectiva que contribuyó a la elección de Trump, se remonta a muchos años, incluso décadas, y se ha visto agudizada por la lentitud con la que se producen los cambios necesarios para hacer frente a las múltiples catástrofes a las que nos enfrentamos, desde los tiroteos masivos hasta los incendios forestales. Es célebre el momento en el que, durante su primer discurso de investidura, Ronald Reagan afirmó: «El gobierno no es la solución al problema. El gobierno es el problema».




  Si decidí escribir este libro es porque creo que Reagan estaba equivocado. En ocasiones el gobierno puede, en efecto, ser el problema, pero estoy segura de que el gobierno también puede ser la solución. De hecho, resulta complejo saber de qué manera podrían resolverse nuestros problemas más importantes sin la intervención de los gobiernos.




  Margaret Mead dijo: «Nunca he dudado de que un pequeño grupo de ciudadanos reflexivos y comprometidos pueden cambiar el mundo; en verdad, son los únicos que lo han hecho». Este es un libro sobre los ciudadanos reflexivos y comprometidos de los que habla Mead, aquellos que procuran contribuir al bien común, y que, creo, no son pocos. Muchos de ellos trabajan en el gobierno (con independencia de quién ocupe la Casa Blanca). Otros, en el sector privado, tanto en el empresarial como en organizaciones sin ánimo de lucro. Son personas corrientes que desean actuar y mejorar sus propias comunidades. Son personas que resuelven problemas públicos, que quieren que sus vidas tengan un sentido, y a las que, en una era de interconexión y acceso a la información sin precedentes impulsada por la tecnología digital, les ha llegado su momento.




  Tengo el privilegio de dirigir un equipo de ingenieros y técnicos en políticas públicas en la Oficina de Innovación del estado de Nueva Jersey. Cuando, en marzo de 2020, se declaró la pandemia de COVID-19, utilizamos tecnología y datos y nos valimos de una colaboración ciudadana sin precedentes para demostrar que el gobierno puede ser ágil y eficaz, y no una torpe maquinaria burocrática sin capacidad de respuesta.




  Junto con la Federación de Científicos Estadounidenses, una organización sin ánimo de lucro, creamos una web y una habilidad de Alexa para que los ciudadanos pudieran preguntar sobre el virus a más de seiscientos científicos y recibir respuestas fundamentadas con rapidez. Una empresa del sector privado nos prestó la tecnología y el talento de sus empleados para crear una web –www.covid19.nj.gov– en sólo tres días. En ocho meses, más de veinte millones de usuarios han utilizado dicha web, en un estado cuya población es inferior a nueve millones.




  Pero la mayor dificultad con la que nos encontramos no fue tanto la tecnología utilizada como la necesidad de sortear los silos en que se organiza el gobierno, así como persuadir a las agencias gubernamentales para que aportaran su propia información y aceptaran reunirla en un solo lugar. Simplificamos el lenguaje jurídico para hacerlo accesible y rastreamos diversas fuentes en busca de contenidos útiles en aquellos casos en los que dichas agencias no nos los proporcionaron. Colaboramos con las universidades de Princeton, Rutgers, Montclair y Rowan para crear un equipo de estudiantes que respondiera individualmente a las preguntas que los ciudadanos escribían en la web.




  Un destacado profesor de ciencia de datos de la Universidad de Nueva York se ofreció como voluntario y reunió a un equipo de primera para producir los análisis predictivos sobre la propagación del virus que permitieron al gobernador de Nueva Jersey tomar decisiones diarias sobre la pandemia. Las observaciones obtenidas también fueron utilizadas por el Departamento de Salud, la Oficina de Seguridad Nacional y Preparación, la Policía Estatal y la Oficina del Fiscal General, y se compartieron con el público en general en diversas ruedas de prensa.




  Cuando, por ejemplo, no fue posible determinar el número de fallecidos según la raza, porque los laboratorios no daban esa información, el Departamento de Servicios Humanos y el Departamento de Salud compartieron entre sí datos clave que nos permitieron disponer de dicha información. Lo que normalmente se habría conseguido en un año, o tal vez nunca, se consiguió en un día.




  Creamos en tres días la primera web de empleos estatales del país para publicar ofertas disponibles de trabajo en empresas esenciales para mitigar la crisis del desempleo. Se publicaron más de 50.000 ofertas de trabajo, de muy diversos sectores y niveles salariales. Con una visión clara del objetivo que queríamos alcanzar, lanzamos rápidamente la web, aun cuando distaba mucho de ser perfecta, y fuimos mejorándola sobre la marcha, siendo conscientes de que era más importante arriesgarse a fracasar que no actuar con rapidez.




  Mi equipo también trabajó con el Servicio Digital del gobierno federal –una unidad interna de la Oficina Ejecutiva del Presidente– para mejorar el proceso estatal de certificación del seguro de desempleo. En el procedimiento estándar, los beneficiarios debían certificar semanalmente que seguían en paro para poder recibir las prestaciones. Con un aumento de la tasa de desempleo en Nueva Jersey por encima del 16%, la web se colapsó en seguida a causa de la enorme demanda. Colaboramos también con la ONG Code for America para digitalizar el proceso de solicitud de las prestaciones alimentarias, cuyas normas requerían anteriormente que los solicitantes acudieran en persona a una oficina gubernamental para mostrar su nivel de ingresos. Ambos problemas se resolvieron en una semana.




  Si bien estamos orgullosos de lo que hicimos en Nueva Jersey, esta fue una tarea insignificante en comparación con los esfuerzos de la oleada masiva de voluntarios en la comunidad. Un grupo llamado Manos Invisibles, una de las muchas organizaciones de ayuda mutua de este tipo, coordinó a 10.000 voluntarios para entregar comida a las personas mayores. Otro grupo de voluntarios, United States Digital Response –una organización «no partidista, rápida y gratuita», como se define en su página web–1 coordinaron y desplegaron a más de mil expertos en tecnología que trabajaron pro bono en colaboración con sesenta gobiernos estatales y locales y las ONG que trataban de hacer frente a la crisis.




  Las condiciones únicas creadas por la pandemia hicieron que las organizaciones que habían quedado más obsoletas estuvieran dispuestas a bajar sus barreras con tal de hacer las cosas necesarias y que estas se hicieran rápidamente. Pero las personas resolutivas de los problemas públicos no aparecen sólo en situaciones extremas.




  En mi trabajo como directora de The Governance Lab –un do-tank sin ánimo de lucro, es decir, un centro de investigación y pensamiento orientado a la acción, con sede en la Universidad de Nueva York–, he identificado este tipo de resolución de problemas públicos –lo que denomino «emprendimiento público»– en gobiernos de todo el mundo. He conocido pioneros, como los funcionarios públicos de Ciudad de México, que elaboraron una nueva Constitución utilizando la voz y el poder de la gente de a pie para dar mayor legitimidad al proceso legislativo, o a los de los Departamentos de Educación y Trabajo de Estados Unidos que, bajo el mandato del presidente Obama, transformaron los multimillonarios programas de concesión de subvenciones de sus organismos. Todos los programas de formación profesional desarrollados con ese dinero público deberán ser compartidos en abierto, de modo que cualquier curso ofrecido en un centro de formación profesional, desde un curso de soldadura a uno de ciencias del suelo, es ahora compartido libremente en beneficio de todos los trabajadores.




  En Helsinki, la Oficina del alcalde creó el proceso de vigilancia del clima y una web para permitir a los ciudadanos y a los líderes de la ciudad crear conjuntamente el plan de cambio climático de su comunidad. Expertos en civic-tech crearon estas herramientas para que los ciudadanos pudieran pedir cuentas a los funcionarios públicos sobre el cumplimiento de los 147 objetivos del Plan de Vigilancia del Clima.




  En California, un jefe de bomberos diseñó un programa nacional y una aplicación para que cualquier persona de las comunidades que participa en el proyecto y tuviera formación en reanimación cardiopulmonar pudiera acudir en ayuda de las personas aquejadas de un paro cardíaco repentino, la tercera causa de muerte en Estados Unidos, que mata a nueve de cada diez personas. Mediante la utilización de los datos del teléfono de emergencias 911 y los de geolocalización, la aplicación Pulsepoint pone en contacto a una persona aquejada de un infarto con un transeúnte capacitado para hacer frente rápidamente a la situación. En la actualidad, más de 38 comunidades de Estados Unidos y Canadá colaboran con una red de dos millones de usuarios voluntarios formados en RCP (reanimación cardiopulmonar), que ya han salvado más de 100.000 vidas.




  En Chile, las autoridades municipales están trabajando con investigadores para utilizar datos del sector público y privado, procedentes de satélites y telecomunicaciones con el fin de estudiar el impacto del género en los patrones de desplazamiento y ayudar a la ciudad de Santiago a crear opciones de transporte que sean sensibles al género.




  En Nueva Jersey, líderes educativos crearon el primer plan de estudios de educación climática del país para los alumnos de educación primaria y secundaria, con el fin de forjar una nueva generación de activistas climáticos informados. En Virginia, las autoridades están retirando los ofensivos monumentos confederados que han dominado el paisaje durante más de un siglo, mientras en Barcelona el Ayuntamiento está publicando todos los datos que recoge para el beneficio público.




  Los emprendedores del sector público deben resolver una amplia gama de problemas, desde «el uso de sensores para detectar baches; podómetros de palabra para ayudar al aprendizaje de los estudiantes; el aprovechamiento de la economía conductual para fomentar la donación de órganos; la revisión de patentes mediante crowdsourcing; y la transformación de Medellín, Colombia, con teleféricos», escribe Mitchell Weiss, profesor de emprendimiento público en la Escuela de Negocios de Harvard, en la Harvard Business Review.2 Haciéndose eco de la premio nobel Elinor Ostrom, la economista que acuñó la expresión «emprendimiento público» en 1964, Mitchell Weiss ha escrito docenas de estudios de casos como parte de su primer curso sobre emprendimiento público, en los que traza el profundo espíritu empresarial que deben tener los líderes públicos (http://www.inventadifference.co).3 Ostrom, quizá más que nadie, contribuyó a popularizar la idea de que los gobiernos y las personas que trabajan en ellos pueden ser innovadores.




  Además, no sólo encontramos personas que resuelven problemas públicos en los gobiernos de países ricos. Ali Clare y Marcello Bonatto se metieron de lleno en la crisis humanitaria de Siria. Lejos de sentirse abrumados por la magnitud del sufrimiento de aquella crisis, pusieron en marcha Re:Coded, el mayor programa de codificación para jóvenes afectados por el conflicto en Oriente Medio. Clare y Bonatto proporcionaron conocimientos tecnológicos a través de una red de mentores a los refugiados sirios, especialmente a mujeres, en Irak y Turquía.




  Con las herramientas adecuadas, la ciudadanía puede hacer mucho más que votar cada cuatro años. De hecho, ya está dejando su impronta en muchos acontecimientos mundiales. Ushahidi (que en suajili significa «testigo») es un sitio web creado para recopilar y cartografiar la información proporcionada por testigos presenciales de los incidentes violentos que tuvieron lugar tras las controvertidas elecciones de Kenia en 2007. Sus fundadores, Juliana Rotich y Ory Orkolloh, regalaron esta herramienta de mapeo de crisis a quien pudiera necesitarla, y, hoy en día, más de 150.000 activistas de todo el mundo han utilizado Ushahidi, por ejemplo, para rescatar a las víctimas del terremoto de Haití en 2010, para prevenir incendios forestales en Italia y Rusia, y para facilitar el crowdsourcing en incidentes de acoso sexual en Egipto, entre muchas otras campañas.




  Del mismo modo, tras la catástrofe nuclear de Fukushima en 2011, el empresario, diseñador y académico Sean Bonner y sus amigos de Japón pusieron en marcha Safecast. En la actualidad, la red mundial de voluntarios Safecast ha recogido más de 150 millones de mediciones de radiación y calidad del aire, lo que la convierte en el mayor proyecto de recopilación de datos distribuidos del mundo. El gobierno japonés, por ejemplo, utiliza los datos de Safecast, que son mejores que los suyos propios, para mejorar la elaboración de políticas medioambientales.




  Basándose en las lecciones aprendidas de estas personas que resuelven problemas públicos, este libro es una guía práctica para los agentes del cambio, es decir, servidores públicos, líderes comunitarios, estudiantes, activistas o cualquier persona que pretenda abordar los problemas públicos en el siglo XXI. No se trata de un libro teórico sobre los movimientos sociales del pasado, sino de un conjunto de métodos prácticos para personas que deseen resolver los problemas públicos del presente.




  Pretendo mostrar de qué manera los líderes del cambio definen problemas que son urgentes y preocupan a la gente. El libro enseña formas de utilizar los datos existentes para comprender la amplitud y la naturaleza de un problema, y cómo profundizar en su comprensión utilizando la tecnología que permite trabajar en colaboración con los individuos y las comunidades más afectadas. Ofrece técnicas para abordar problemas complejos con las comunidades, pero no sólo con ellas. El libro muestra cómo revisar rápidamente las fuentes de información relevantes en busca de evidencias fiables sobre iniciativas que hayan funcionado anteriormente y cómo crear equipos interdisciplinares, asociaciones y sectores relevantes para llevar un proyecto a la práctica, cruzando la línea que existe entre la idea y su ejecución. El derecho, la política y las instituciones desempeñan un rol fundamental en estos métodos, pero mi objetivo es, ante todo, el de proporcionar a las personas la conjunción de habilidades cualitativas y cuantitativas que necesitan para convertirse en poderosos agentes del cambio y para, trabajando de forma diferente, mejorar la eficacia, la equidad y la legitimidad de nuestras instituciones.




  Estas habilidades no son intuitivas. Pueden y deben aprenderse. Recientemente me pidieron que revisara el trabajo de un líder social que ha dedicado su carrera a luchar por una mayor sostenibilidad, pero cuyo proyecto de reciclaje de plásticos, que podría servir para concienciar del problema a la sociedad, nunca logrará tener el impacto deseado porque no se halla vinculado a ninguna actuación o iniciativa institucional para mitigar la plaga de los plásticos de un solo uso.




  En un concurso que juzgué el año pasado, un apasionado tecnólogo propuso utilizar el procesamiento del lenguaje natural para superar un problema espinoso en el gobierno sin tener en cuenta que la solución se había desarrollado hace ya una década. Si hubiera sabido cómo sintetizar la evidencia existente y aprender de lo que ya se ha hecho en otras partes, podría haber utilizado su talento para resolver un problema verdadero.




  El año pasado trabajé con unos estudiantes que diseñaron una nueva forma de colmena para combatir el declive de la abeja melífera europea. Sin embargo, al principio no sabían muy bien cómo conseguir que las ciudades apostaran por su innovación. Del mismo modo, los jóvenes funcionarios públicos con los que colaboro (en un programa que envía recién graduados universitarios a trabajar en el gobierno estatal) están realmente dispuestos a ayudar a los demás, pero cuando empiezan no saben bien cómo relacionarse con los ciudadanos y cómo colaborar con ellos para poder llevar a cabo sus iniciativas.




  Por cada persona que conozco que ha realizado algún cambio efectivo en instituciones públicas, conozco a diez a las que no les faltan las ganas, pero que carecen de la capacidad para marcar la diferencia. Quizá sea esta una de las razones por la que en la Universidad de Nueva York se matricularon más de cien estudiantes en la asignatura de Resolución de Problemas Públicos sólo en el semestre de otoño de 2020. Nuestras democracias necesitan urgentemente ciudadanos que pasen de exigir cambios a realizarlos ellos mismos. Si queremos hacer algo más que votar ocasionalmente o gritar al vacío en Twitter, necesitamos más gente capaz de convertir sus ideas en una realidad. Todos tenemos la capacidad de hacer el bien, pero todos debemos hacerlo mejor.




  El poder, escribió Bertrand Russell, es la capacidad de producir los efectos que uno desea.4 Este libro pretende dar más poder a más personas creando más resolutores de problemas públicos, tanto dentro como fuera del gobierno. Creo que nunca habíamos tenido mejores condiciones para ello como ahora. El poder se está alejando de organizaciones, instituciones y profesiones establecidas, algo que es consecuencia tanto de la propia democracia como de la pérdida de la confianza pública, según escribe el periodista y expolítico Moisés Naím en su libro El fin del poder.5 Naím sostiene que mientras que, hoy en día, es más fácil tener poder, su naturaleza difusa hace que sea más difícil de utilizar y también más fácil de perder. El análisis de Naím nos invita a ejercer el poder de una forma más reflexiva y ética, facilitándoles a nuestras instituciones personas que comprendan las habilidades de resolución de los problemas del siglo XXI y las nuevas formas de democracia dirigida por los ciudadanos.




  Estamos viviendo momentos angustiantes en todo el mundo, una sensación de que los seres humanos afrontamos grandes retos, de que todos tenemos la responsabilidad de hacer más. El politólogo Yuval Levin dice que estamos sufriendo «un tipo distinto de abandono institucional» en el que hemos permitido que nuestras instituciones se vuelvan ineficientes e ineficaces.6 De forma más contundente, la activista Greta Thunberg se pregunta: ¿qué les vamos a decir a nuestros hijos, y a los hijos de nuestros hijos, sobre nuestra incapacidad para actuar contra el caos climático que está produciéndose a nuestro alrededor? Y en una protesta en Atlanta después del asesinato de George Floyd, el activista y rapero Michael Santiago Render, más conocido como Killer Mike, pronunció este desolado pero poderoso discurso:




  He visto a un oficial blanco asesinar a un hombre negro, y sé que eso te desgarra el corazón. Sé que es paralizante, y no tengo nada positivo que decir en este momento. Estoy muy enfadado. […] Es nuestra responsabilidad ahora mismo mejorar esta situación. […] Quiero que vayáis a vuestra casa. Quiero que habléis con diez de vuestros amigos. Quiero que aportéis soluciones reales. No tengo las respuestas, pero sí sé que debemos conspirar. Debemos planificar. Debemos trazar estrategias, organizar y movilizar.7




  Este libro trata precisamente de cómo organizarse, movilizarse, conspirar y planificar. Trata de lo que el diputado John Lewis describió como meterse en buenos líos, en los líos necesarios. Es un libro sobre cómo idear y cómo aplicar soluciones reales. Trata de la enorme brecha que se abre entre instituciones públicas, que en algunos casos están fracasando en sus funciones, y la gran cantidad de emprendedores públicos que están llevando a cabo cosas extraordinarias, y propone formas de cerrar esa brecha reformando el gobierno mediante la formación y el desarrollo de habilidades técnicas adecuadas. Dicha formación no se limita sólo al gobierno y al sector público, sino que está concebida también para escuelas y universidades, con el fin de capacitar a los resolutores de problemas más capaces, talentosos, determinados y compasivos que trabajan por el interés público. No abogo por un gobierno más grande o más pequeño, sino por un gobierno mejor, más equitativo y eficaz; un gobierno que no nos asfixie al presionarnos con una rodilla en el cuello, sino que nos tienda una mano que nos ayude a ponernos en pie, que sepa abordar los retos que tenemos con ayuda de la inteligencia y la sabiduría colectivas de nuestras comunidades.




  No podemos enfrentarnos a los problemas de mañana con el kit de herramientas de ayer. Es urgente que, en el siglo XXI, nos dotemos de las habilidades necesarias para resolver los problemas públicos. Y esta es una tarea que nos atañe a todos.




  

    CAPÍTULO 1




    La resolución de problemas públicos


    y el nuevo emprendedor público


  




  Como organizador, parto del mundo tal como es, no como me gustaría que fuera. Que aceptemos el mundo tal y como es no debilita en ningún sentido nuestro deseo de cambiarlo a lo que creemos que debería ser. Es necesario empezar por donde está el mundo si queremos cambiarlo a lo que creemos que debe ser.




  Eso significa trabajar dentro del sistema.




  SAUL ALINSKY, Tratado para radicales




  EL RESOLUTOR DE PROBLEMAS PÚBLICOS




  En la India cada día mueren miles de personas por tuberculosis, la mayoría de ellas son pobres. Más de mil millones de personas en el mundo sufren enfermedades tropicales. Sin embargo, a pesar de los 150.000 millones de dólares de gasto mundial en investigación y desarrollo farmacéuticos, sólo un 0,23% de ese gasto se destina a la tuberculosis. De hecho, sólo se han aprobado dos nuevos fármacos contra la tuberculosis en los últimos treinta años, aun cuando la resistencia de la enfermedad a los tratamientos existentes va en aumento. En 2008, Samir Brahmachari, antiguo director general del Consejo de Investigación Científica e Industrial del gobierno de la India, creó el Proyecto Open Source Drug Discovery. Su objetivo era crear un sitio web que facilitara la colaboración de las mejores mentes del mundo con el fin de intentar descubrir nuevas terapias para enfermedades tropicales, como la tuberculosis y la malaria, a las que no estamos prestando suficiente atención.1




  En esa plataforma de código abierto, Brahmachari reunió a estudiantes universitarios, académicos y científicos de la India y del resto del mundo. Como la mayoría de los participantes procedían de aldeas remotas de la India y no de universidades de élite, los costes de financiación del equipo fueron bajos. Brahmachari organizó el grupo para que emprendiera la titánica tarea de recopilar, discutir y extraer toda la información posible sobre el patógeno de la tuberculosis de las principales publicaciones científicas. Cuando los artículos no eran de acceso abierto, los estudiantes contactaban con los autores para pedirles el texto. Con una subvención inicial de doce millones de dólares del Consejo, Brahmachari coordinó las contribuciones de 7.500 participantes provenientes de 130 países distintos para testear un elevado número de diferentes hipótesis.2 Esta iniciativa de ciencia ciudadana colaborativa identificó finalmente seis fármacos, que fueron aprobados por la Administración de Alimentos y Medicamentos (FDA) de Estados Unidos como objetivos metabólicos prometedores, incluyendo uno de uso generalizado para el tratamiento de la diabetes de tipo 2.3




  Lejos de la India, en el otro lado del mundo, las ciudades de América Latina crecen tan rápidamente que se generan problemas muy serios de movilidad para sus habitantes. Este es el caso de San Pedro, una comunidad acomodada de 125.000 personas en las afueras de Monterrey (México), que contaba con más de 122.000 coches particulares que sus habitantes utilizaban de forma habitual en sus desplazamientos.4 Antes de 2016, el 85% de los escolares de esta localidad iba a la escuela en coche particular, lo que perjudicaba su salud, su capacidad de estudio y también el medio ambiente.




  Ese año, Graciela Reyes, concejala de la ciudad, lanzó el Programa Desafíos, en el que cincuenta ciudadanos colaboraron con el municipio para diseñar mejores políticas públicas y servicios. Una de las grandes preguntas que se formularon los ciudadanos fue de qué manera podían reducir el tiempo que los niños pasan yendo en coche a la escuela.




  Valiéndose de los datos abiertos proporcionados por la ciudad sobre ubicación de las escuelas y rutas disponibles, un equipo voluntario de ciudadanos, formado por dos abogados, un ingeniero civil, un arquitecto y un politólogo, colaboraron con funcionarios municipales con el propósito de diseñar un plan para llevar a los niños a la escuela. Pero entonces ocurrió algo sin precedentes en esa ciudad: los residentes no se limitaron a sugerir planes alternativos, participaron junto con planificadores urbanos y funcionarios de la ciudad en una formación de diez semanas de duración, con mentores nacionales e internacionales, para aprender cómo transformar las ideas que iban surgiendo en políticas públicas y servicios concretos y factibles. Juntos fueron capaces de elaborar una solución que funcionó con éxito. Un año después de la puesta en marcha del plan de transporte que combina el uso de transporte público y de desplazamientos a pie, menos de un 25% de las familias llevan ahora a sus hijos a la escuela en coche.5




  Mil quinientos kilómetros al norte de San Pedro, en Lakewood, un suburbio de tamaño mediano de Denver, Colorado, el urbanista Jonathan Wachtel ha creado una fuerza de trabajo basada en temas de sostenibilidad de 30.000 personas.6 Hasta ese momento la ciudad se relacionaba con sus residentes de la forma tradicional. Los ciudadanos podían asistir, por ejemplo, a una reunión de planificación y quejarse de los planes anteriores. Pero ello no hacía más que dejarlos frustrados, y a Wachtel, el único planificador urbano de la ciudad, abrumado.




  En 2012, Wachtel lanzó el Programa de Barrios Sostenibles (tras uno piloto inicial en 2010). El programa anima a los residentes que tengan interés, ideas y conocimientos a proponer proyectos que podrán diseñar y ejecutar junto con sus vecinos. Como explica Wachtel, el objetivo de este programa era cambiar su propia forma de trabajar: «Todas las consultas sobre espacios verdes me las hacían a mí, y ya estaba cansando de no poder decirles otra cosa que “muchas gracias”».7




  Ahora la ciudad apoya los proyectos de los barrios, brinda asesoramiento técnico, formación de líderes y ayuda para conseguir subvenciones y navegar por su propia burocracia. Así el Ayuntamiento puede invertir en propuestas viables y con impacto, y colaborar con residentes comprometidos en proyectos que contribuyan a alcanzar los objetivos de sostenibilidad de la ciudad. Por ejemplo, cuando los habitantes del barrio de Morse Park plantaron cien árboles en 2018, contribuyeron al objetivo de la ciudad de lograr un 30% más de cobertura arbórea para 2025.




  En la actualidad, ya son ocho los barrios que se han unido al Programa de Barrios Sostenibles, y representan conjuntamente una quinta parte de la población de la ciudad. Más de quinientos eventos, talleres y proyectos dirigidos por los propios residentes han contribuido a reducir los residuos, conservar el agua y mejorar la eficiencia energética. Los barrios participantes son reconocidos públicamente, a través de recepciones con el alcalde, en las redes sociales de la ciudad y ofreciendo a los líderes de cada barrio la oportunidad de hablar en escuelas, universidades y de dar conferencias profesionales.




  DEFINICIÓN DE RESOLUCIÓN


  DE PROBLEMAS PÚBLICOS




  Aunque Brahmachari, Reyes y Wachtel han hecho cosas notables, no son activistas, ni hackers, ni revolucionarios que se lanzan a las barricadas, sino funcionarios públicos apasionados por hacer las cosas bien y mejorar el mundo en el que viven. No han renunciado a su trabajo diario, ni se han limitado a buscar y aplicar viejas soluciones. Por el contrario, han utilizado el poder de convocatoria de sus puestos de responsabilidad para trabajar de forma diferente y desarrollar enfoques creativos y eficaces. En un mundo acosado por problemas profundos y crecientes que la pandemia de coronavirus no ha hecho más que empeorar, estas personas se dieron cuenta de la necesidad de trabajar de una forma distinta para poder alcanzar sus objetivos y, en definitiva, cambiar el mundo. Llamaré a estos líderes «resolutores de problemas públicos».




  No existe una única definición de resolución de problemas públicos. Todavía es un campo por definir. Algunos utilizan la expresión «innovador social». Otros prefieren «agente del cambio». Las universidades no suelen ofrecer cursos de resolución de problemas públicos ni dar orientación sobre carreras profesionales de distintos sectores especializadas en el interés público. Aunque algunas ofrecen proyectos de fin de grado y prácticas profesionales sobre estos temas, en general no existe un curso metodológico comúnmente aceptado que enseñe cómo realizar un proyecto desde la idea inicial hasta su ejecución. Tampoco existen datos centralizados y coherentes transversales a las disciplinas de ingeniería, políticas públicas, derecho y economía sobre el número de estudiantes que quieren desarrollar un trabajo orientado a objetivos públicos durante o después de la universidad. Los programas de formación dirigidos a trabajadores públicos o de ONG tampoco ofrecen un currículum de resolución de problemas.




  Sin embargo, la idea de «derecho de interés público» sí está bien asentada en el ámbito del derecho. En términos generales, incluye aquellos trabajos jurídicos orientados a ayudar a personas desfavorecidas y a la promoción de derechos civiles (en contraposición a servir los intereses económicos de las empresas). No se trata de una rama del derecho en concreto o de un tipo de organización determinado, sino que incluye desde la litigación hasta la reforma del derecho o el activismo jurídico orientados a promover el bien público. La mayoría de las facultades de Derecho en Estados Unidos cuentan con un programa de derecho de interés público y ofrecen asesoramiento profesional a quienes desean dedicarse a él. El Directorio de Empleos de Servicio Público (PSJD), por ejemplo, comprende una red de más de doscientas facultades de Derecho y 13.000 organizaciones de interés público en el país.8 El derecho de interés público se concibe como un campo amplio pero coherente, que agrupa un conjunto de conocimientos y habilidades claramente definidos.




  Del mismo modo, el concepto de «emprendimiento» está muy extendido gracias al aumento de los programas de emprendimiento en las universidades estadounidenses, que empezó a percibirse en la década de los setenta y ha alcanzado su auge en los últimos veinticinco años, como resultado del boom de las puntocom. Todos sabemos lo que significa crear y hacer crecer un negocio. Gracias al importante aumento de estos programas de emprendimiento empresarial en las universidades y centros de formación profesional durante los últimos cuarenta años, el espíritu empresarial se ha convertido en un elemento básico de la educación universitaria, y abarca todas las disciplinas. A principios de la década de 1980, unas trescientas universidades de Estados Unidos contaban con programas de emprendimiento y de gestión de pequeña y mediana empresa. A principios de los 2000, con la pretensión de ayudar a sus estudiantes a convertirse en el próximo Mark Zuckerberg, más de 1.600 universidades contaban con programas de emprendimiento, ofreciendo en su totalidad más de 22.000 cursos.9 Existe una afianzada bibliografía y toda una disciplina académica centradas en enseñar cómo crear empresas.




  Mi objetivo en este libro es articular un conjunto de herramientas que pueda aprender el lector y que, combinadas con su experiencia, le permitan diseñar intervenciones que mejoren la vida de las personas. Espero poder ofrecer una buena definición de lo que significa emprender un proyecto de interés público desde la concepción de la idea inicial hasta su aplicación práctica. Los resolutores de problemas públicos poseen un conjunto de habilidades que pueden ser replicadas y aplicadas a cualquier problema público para lograr un cambio tangible. Estas habilidades incluyen las siguientes:




  1. Definición del problema. Los resolutores de problemas públicos saben definir bien un problema que es urgente, que preocupa a las personas y que puede ser resuelto.




  2. Análisis de datos. Saben leer los datos y analizarlos para comprender la amplitud y la naturaleza del problema.




  3. Diseño centrado en las personas. Huyen de las prácticas a puerta cerrada y diseñan las intervenciones en colaboración con aquellas personas a las que intentan ayudar, profundizando en la comprensión del problema mediante la consulta a tales personas directamente afectadas.




  4. Inteligencia colectiva. Adoptan formas de trabajo más participativas y democráticas, basadas en la inteligencia colectiva de las comunidades.




  5. Revisión rápida de la evidencia disponible. Aprovechan las nuevas tecnologías para buscar las mejores ideas disponibles y las mejores personas que conocen qué ha funcionado anteriormente.




  6. Alianzas potentes. Saben cómo crear equipos y alianzas transdisciplinarios para implementar de manera más eficaz los cambios que otros deberán adoptar y aceptar.




  7. Medir lo que funciona. Por último, utilizan técnicas experimentales y colaborativas para evaluar lo que ya ha funcionado en el pasado y lo que no y, como resultado, cambiar o mantener el rumbo. Saben cómo difundir lo que impacta positivamente en la vida de las personas.




  Este libro explica estas habilidades básicas para la resolución de problemas públicos en un esfuerzo por estimular la resolución de problemas basada en datos y en la participación ciudadana, ejemplificada en el trabajo de personas como Reyes, Brahmachari y Wachtel.




  Muchas de las habilidades y métodos que expongo en este libro son posibles gracias al desarrollo que las tecnologías digitales han tenido en la última década. En general, ofrecen un procedimiento de medios de acción, aplicación y validación más ágiles y rápidos. Elevan la evidencia por encima de la política y los egos de las personas. Se oponen al trabajo opaco o a puerta cerrada de algunos profesionales en favor de formas de identificar los problemas y de actuar en colaboración con los más afectados y aquellos que más saben sobre las consecuencias de dichos problemas. Fomentan que debemos aprovechar las buenas ideas que surgen de nuestras comunidades y que debemos utilizar el derecho y la política, así como la tecnología, para producir resultados más justos y eficaces. Evitan las formas más rígidas y exigentes de organizar el trabajo público en favor de enfoques más flexibles, experimentales e innovadores.




  Los resolutores de problemas públicos no son personas imprudentes. A pesar de su voluntad de innovar, se aferran a los valores de interés público. Son éticamente conscientes de que tienen la obligación de respetar los procesos debidos y la equidad. Pero en lugar de limitarse a cumplir con las normas, actúan con presteza, ingenio, integridad y un esfuerzo constante para poder resolver así algunos de los retos más urgentes y difíciles de nuestro tiempo.




  Por último, los resolutores de problemas públicos no se conforman con enfoques lentos y progresivos. Quieren obtener resultados con rapidez, y experimentan con nuevos procesos y formas de trabajar a pesar de los riesgos que conlleva hacerlo en el marco de un Estado burocrático. Quizá lo más importante es que no quieren limitarse a resolver el problema que tienen delante en cada momento, sino que buscan institucionalizar un proceso que otros, más tarde, puedan aprender, copiar y ampliar.




  UNA NOTA SOBRE LA RESOLUCIÓN




  Por supuesto, los problemas sociales complejos o enrevesados que se discuten en este libro nunca pueden «resolverse» del todo. Como han escrito Horst Rittel y Melvin Webber «los problemas sociales nunca se resuelven. En el mejor de los casos, sólo se solventan transitoriamente, una y otra vez».10 Por muy exitosa que sea una intervención pública, siempre quedarán cosas por hacer. Incluso si se satisface una necesidad, esta no se mantendrá así durante mucho tiempo. Un problema, una vez solucionado, rara vez queda resuelto en el mundo real. Tenemos que andar con tiento con las motivaciones de conveniencia política que abogan por la solución definitiva de problemas en lugar de fomentar la idea, mucho más compleja, de que los problemas sólo pueden ser manejados o abordados.




  Dado que nuestro compromiso se caracteriza por un enfoque ágil y orientado a la acción –y por prescribir métodos y herramientas que permitan pasar de la idea a la aplicación–, siempre seleccionaremos aquellas actuaciones que podamos llevar a cabo y que son capaces de mejorar las condiciones sobre el terreno, aunque sean respuestas que puedan desencadenar problemas mayores. Esto no significa que no podamos ser ambiciosos o esforzarnos por ayudar al mayor número de personas posible, pero no hay recetas mágicas ni «soluciones» únicas para solventar problemas enmarañados, caóticos y complejos.




  Además, vamos a centramos sobre todo en cómo trascender aquellas buenas ideas que, en teoría, pueden mejorar ciertas condiciones para abordar la implementación real de actuaciones públicas en comunidades reales con partes interesadas reales. Así, por necesidad, ya sea por la política, la burocracia, la inacción o la malevolencia, siempre habrá un grado de «satisfacción» requerido que se interpondrá en el camino de cambios más drásticos, pero siempre debemos intentar mejorar la vida de algunas personas. Quienes se dedican a la innovación se refieren a la «ventana de Overton», es decir, al rango de actuaciones aceptables que resultan políticamente atractivas o aceptables para la ciudadanía en un momento determinado. Por ejemplo, las campañas presidenciales de Bernie Sanders contribuyeron a ampliar la «ventana de Overton» en la atención sanitaria y a convertir el «Medicare para todos» en una idea generalizada. A veces, lo máximo a lo que podemos aspirar es a ampliar esa ventana de Overton y abrir el debate a ideas que antes eran impopulares o inimaginables.




  Los problemas, además, tienen siempre causas profundas e interdependientes, y aunque podamos abordar alguna de estas causas, nunca podremos abordarlas todas. Esta es la razón de que utilice los términos «resolución de problemas» y «soluciones» con cierto escepticismo, porque soy plenamente consciente de que cualquier cosa que hagamos nunca será suficiente. Nuestros resultados serán siempre parciales, nunca definitivos. Debemos seguir protestando, levantando la voz, exigiendo más. Pero no basta sólo con protestar. Pretendemos desarrollar e implementar continuamente actuaciones que generen impacto sin dejar que lo perfecto sea enemigo de la acción o del compromiso individuales.




  Participar en la resolución de problemas públicos es esencial para fortalecer la vida democrática. En trabajos anteriores, a este tipo de cooperación firme la he llamado «democracia colaborativa» para distinguirla de la democracia deliberativa.11 La democracia colaborativa va más allá de los procesos deliberativos, cuyo éxito podría medirse por el grado de diversidad y calidad de las voces que participan en un diálogo, como en una discusión entre vecinos sobre una cuestión política controvertida. Los procesos democráticos colaborativos van más allá del diálogo, aprovechando las nuevas tecnologías para que la gente pueda hacer algo más que hablar, para que pase a tomar decisiones y actuar de manera conjunta. Los procesos democráticos colaborativos, como los de Lakewood o Monterrey, no se limitan a debates en los que la gente puede expresar sus opiniones. Por el contrario, miden la democracia en términos de la eficacia final del proceso de resolución de problemas –por los resultados obtenidos–, más que por las aportaciones realizadas al diálogo.




  ¿POR QUÉ NECESITAMOS MÁS EMPRENDEDORES


  PÚBLICOS EN EL GOBIERNO?




  Si bien los resolutores de problemas públicos no necesariamente trabajan para el sector público, es realmente urgente garantizar que los que lo hacen estén convenientemente formados para convertirse en emprendedores públicos. Los emprendedores públicos (para simplificar utilizaré este término y el de «resolutores de problemas» indistintamente a lo largo del libro) como Brahmachari, Reyes y Wachtel utilizan el poder de los datos y de las multitudes para introducir disrupciones y acelerar el cambio, así como el poder de sus instituciones para convocar, financiar e impulsar dicho cambio.




  Estas ágiles habilidades de resolución de problemas son extraordinariamente útiles para cualquier persona que trabaje con problemas de interés público, ya sea desde dentro o desde fuera de la Administración. Este libro está pensado para los resolutores de problemas públicos en general. Pero el declive de la confianza en el gobierno –tal y como discutiré más detalladamente en el capítulo 2–, y la degradación sistemática de la capacidad del sector público, hacen especialmente urgente que nos aseguremos de que todos los que trabajan para el gobierno (y también los muchos más que trabajan fuera de él) aprendan cómo convertirse en emprendedores públicos, y sepan utilizar los datos y la inteligencia colectiva para resolver problemas públicos.12 Actualmente, todas las veces que surge un problema grave, como la pandemia del coronavirus en 2020, los altos cargos de la Administración recurren con demasiada frecuencia a empresas consultoras del sector privado, como McKinsey, para gestionar su respuesta pública, temerosos de que los gestores del propio gobierno no posean los conocimientos necesarios para resolver el problema. A pesar de un informe contundente del gobierno federal que muestra las tropelías éticas cometidas, los sobreprecios desmesurados, un historial de complicidad con el despido de trabajadores o la ayuda e instigación de la política de Trump de meter a los niños inmigrantes en jaulas y, sobre todo, la falta de habilidades particulares para involucrar a las comunidades o para promover la participación ciudadana, se sigue recurriendo a McKinsey y a otras consultoras de gestión similares porque ofrecen cierta garantía de que algunas cosas se hacen.13 Los dirigentes temen contar sólo con sus propios funcionarios públicos. Sin embargo, los consultores privados de la gestión pública no tienen que rendir cuentas al público por sus recomendaciones, no están necesariamente motivados por los valores de equidad o legitimidad, y se centran en obtener beneficios a corto plazo para garantizar así una renovación del contrato en lugar de estar motivados por el beneficio público.




  Si queremos crear líderes más capaces, ágiles y receptivos dentro del gobierno que tengan como prioridad el interés público, será necesario fortalecer la capacidad del sector público mediante una remodelación radical del plan de estudios con el que formamos a nuestros líderes públicos y resolutores de problemas, y permitiendo que esa formación sea más accesible y atractiva para todos.




  Existe una profunda necesidad de reimaginar la forma en que nos gobernamos, o en la que los emprendedores públicos toman decisiones políticas, diseñan servicios públicos y resuelven problemas. En concreto, igual que otros sectores de la sociedad se han valido de las nuevas tecnologías para alcanzar sus objetivos y misiones, las personas que trabajan en y con el gobierno deben tomar en consideración de qué modo la gobernanza puede hacerse más innovadora, legítima y eficaz en la era digital.




  El cambio no es político, no se trata de seleccionar entre determinadas ideologías o políticas. Debemos innovar nuestra caja de herramientas para llevar a cabo políticas públicas desde cualquier espectro ideológico, mediante nuevas técnicas centradas en un mejor uso del big data y la inteligencia colectiva para resolver los problemas. Pero saber cómo hacerlo –en lugar de limitarse a comprar cualquier cosa que el próximo proveedor privado le venda al gobierno– requiere perfeccionar un conjunto de habilidades y métodos para la resolución creativa de problemas.




  LA RESOLUCIÓN DE PROBLEMAS


  Y EL FUTURO DEL TRABAJO




  En un mundo en el que la tecnología va a transformar todos nuestros trabajos, son cruciales el reciclaje profesional, la recapacitación y el aprendizaje a lo largo de la vida para poder prosperar en la era digital. El Foro Económico Mundial estima que con el reciclaje profesional el 96% de los trabajadores estadounidenses en situación de riesgo más inmediato encontraría puestos de trabajo decentes capaces de ofrecerles salarios más altos.14 En las empresas, es muy habitual hablar de alimentar el talento de los trabajadores mediante una formación digital, de análisis y manejo de datos, y de innovación, para que puedan trabajar y pensar de forma diferente. En el libro El ADN del innovador, los profesores de escuelas de negocios Jeff Dyer, Hal Gregersen y Clayton Christensen explican que la capacidad de innovar no es innata, sino que se trata de un conjunto de prácticas aprendidas que pueden y deben enseñarse para que las empresas prosperen. Christensen cree que las personas innovadoras poseen cinco habilidades fundamentales: hacer asociaciones, cuestionar, observar, experimentar y crear redes.15 Estas son las habilidades que los empresarios de éxito (la mayoría de innovadores que los autores perfilan son hombres) utilizan para descubrir qué es lo que vende y poder ofrecerlo.




  Sin embargo, a pesar de todo este discurso sobre la formación necesaria en el sector privado, no estamos haciendo lo suficiente para extenderlo al sector público o a los responsables del cambio público. Si no prestamos atención a la productividad de la formación que reciben, no construiremos el conjunto de habilidades del servidor público del siglo XXI.16




  Mientras que El ADN del innovador trata de la innovación como herramienta para maximizar beneficios, los emprendedores públicos no pretenden ganar dinero, sino resolver problemas públicos. Para equipar a los emprendedores públicos con las herramientas que necesitan, con el objetivo de crear un gobierno que no sea más pequeño o más grande, sino mejor, el sector público precisa alimentar su talento, invertir en su formación, así como en el desarrollo de un nuevo conjunto de habilidades. El político conservador británico y ministro de la Oficina del Gabinete, Michael Gove, en un discurso muy publicitado en junio de 2020 declaró lo siguiente: «La forma en que el gobierno ha recompensado a sus trabajadores durante muchos años se ha basado en la valoración de sus habilidades cognitivas: sus capacidades analíticas, evaluativas y, quizá por encima de todas, de exposición. Creo que esto debería cambiar. La obtención de resultados prácticos, marcar la diferencia en la comunidad y las mejoras practicables y tangibles en la vida de los demás deberían ser prioritarios».17




  Desgraciadamente, estas habilidades colaborativas y de manejo de datos que son necesarias para realizar mejoras medibles en la vida de los demás –definir los problemas, el pensamiento analítico de los datos, el diseño de políticas públicas centrado en las personas, utilizar la inteligencia colectiva, la revisión rápida de la evidencia disponible, la creación de alianzas potentes y la medición de lo que funciona– no se utilizan de forma generalizada y coherente en los servicios públicos.




  Una encuesta de 2019 –que diseñé y realicé para evaluar el uso de habilidades innovadoras para la resolución de problemas de más de cuatrocientos funcionarios públicos de la Administración local de Estados Unidos– mostró que sólo la mitad de ellos utilizaba en su trabajo nuevas habilidades colaborativas o de análisis de datos.18 Sólo un 28% de estos funcionarios públicos utilizaba técnicas ágiles, desarrolladas por la industria tecnológica, para trabajar más rápido, con mayor seguridad y experimentación. Mientras que el 60% afirmaba utilizar la definición de problemas, poco más de la mitad del mismo grupo decía saber cómo definir una hipótesis, la característica más básica de la definición de problemas.




  Los resultados fueron similares en Australia, donde trabajé con colegas de la Universidad de Monash en una encuesta parecida que realicé a casi cuatrocientos funcionarios públicos de nivel medio y alto. De promedio, sólo un tercio de los trabajadores públicos australianos utilizaban habilidades innovadoras para la resolución de problemas.19 En Paraguay, en 2020, más de quinientos funcionarios de alto nivel respondieron a la misma encuesta. De nuevo, menos de la mitad había definido un problema, sólo un tercio sabía cómo revisar las pruebas disponibles y un porcentaje aún menor había utilizado enfoques de inteligencia colectiva para resolver problemas.20




  Sin embargo, las encuestas de Estados Unidos, Australia y Paraguay revelaron que una vez que las personas conocían y utilizaban una habilidad innovadora, solían aplicarla en su trabajo. Sin embargo, la aplicación era dispersa y las habilidades no se aplicaban todas a la hora de emprender un proyecto desde la idea inicial hasta su implementación. Por ejemplo, quienes encuestamos podían utilizar el diseño centrado en personas, pero no como parte de un proceso que incluyera también la definición del problema; estaban familiarizados con el uso de datos, pero no con la innovación abierta, etc.




  La incapacidad del sector público para utilizar métodos creativos de resolución de problemas que aprovechen la inteligencia colectiva y el análisis de datos es generalizada.21 Y no es de extrañar, dado que los funcionarios no reciben formación para trabajar de forma diferente a como lo han hecho siempre. Las encuestas mostraron que sólo entre el 8% y el 30% de los funcionarios habían sido formados en cada una de las seis habilidades innovadoras.22




  Otro ejemplo que revela la falta de una formación adecuada fue cuando, en junio de 2019, el gobierno de Singapur, bajo el lema «Singapore Together», adoptó un compromiso para emprender políticas públicas y prestar servicios involucrando a la ciudadanía y no sólo dirigiéndolas a ella. Pero, a pesar de esta declaración pública, a finales de 2019, sólo se habían realizado unos pocos jurados ciudadanos, y el gobierno no estaba más cerca de comprometer a la ciudadanía de una manera sistemática o de aprovechar la inteligencia colectiva del público.23 En este caso no se debía a una falta de voluntad, sino a la falta de conocimiento y experiencia en materia de participación ciudadana.24




  En la Administración pública siempre ha habido innovadores aislados, incluso dentro de esquemas burocráticos jerarquizados y sin haber recibido formación previa. Pero las herramientas actuales están facilitando y abaratando el uso de mejores métodos para la resolución de problemas por parte de todos. No hay que presuponer que la innovación es propiedad exclusiva de las agencias digitales o de innovación especiales.




  Por supuesto, determinadas condiciones institucionales y organizativas facilitan que prosperen los innovadores, pero, en última instancia, son los individuos los que deciden en qué se emplea el dinero y determinan qué cuestiones se convierten en prioridades políticas y cuáles pasan a ser objeto de atención de los medios de comunicación, las conferencias de prensa, los discursos y las promesas de campaña de los políticos.




  El futurista y arquitecto Buckminster Fuller comparó el poder del agente del cambio individual con la aleta de centrado, el pequeño timón que nivela un gran barco.25 Los resolutores de problemas públicos saben qué herramientas deben emplear para diseñar, desarrollar y aplicar soluciones que funcionen dentro de la cultura de su propia organización. Esta atención a las habilidades innovadoras pone el punto de mira en las capacidades de los directivos y líderes públicos.26 Nunca ha sido tan urgente y necesario formar nuevos líderes, personas apasionadas, con capacidad de innovación, que estén decididas a ir más allá, a no limitarse al mero cumplimiento de las normas y a resolver los problemas, especialmente en la Administración pública.




  La introducción de nuevos enfoques para la resolución de problemas es también de vital importancia para reducir la alienación y la falta de compromiso de los trabajadores públicos. Las investigaciones sobre el significado y la naturaleza de su trabajo demuestran que los empleados que disponen de autonomía y se enfrentan a retos están mucho más comprometidos y son más creativos que los que no lo hacen. Como escribió el profesor de psicología Barry Schwartz en The New York Times en 2015, todos «queremos un trabajo que sea desafiante y atractivo, que nos permita ejercer cierta discreción y control sobre lo que hacemos, y que nos ofrezca oportunidades para aprender y crecer. Queremos trabajar con compañeros a los que respetamos y con supervisores que nos respeten. Sobre todo, queremos un trabajo que tenga sentido, que marque la diferencia para otras personas y que, por lo tanto, nos ennoblezca al menos de alguna forma».27 Numerosas son las investigaciones que demuestran que nos sentimos más motivados cuando ayudamos a los demás.28 Las organizaciones más productivas son aquellas cuyos empleados trabajan de forma autónoma y creativa para resolver los problemas a los que se enfrentan otras personas.29 Esto también es cierto entre los funcionarios públicos.30




  Reposicionar el papel del funcionario público como emprendedor público requiere abandonar la visión tradicional de los funcionarios como intermediarios tecnócratas y responsables de la toma de decisiones públicas y pensar en ellos como agentes sensibles capaces de promover el diálogo y crear alianzas entre sectores que puedan resolver problemas prácticos con el fin de mejorar la vida de las personas.




  Para aclararnos, la idea de emprendimiento público no implica en absoluto la privatización ni la sustitución de lo público por soluciones ofrecidas por el mercado. Tampoco propone que el gobierno trabaje como una empresa o que resuelva todos los problemas mediante una aplicación informática. Por el contrario, las herramientas y técnicas que explora pretenden dar voz a las necesidades de aquellos que antes estaban excluidos de la toma de decisiones públicas, es decir, de todos nosotros, pero especialmente de los más vulnerables.




  Como tal, el emprendimiento público está estrechamente relacionado con mis anteriores libros sobre democracia, y, de hecho, se inspira en ellos: Wiki Government: How Technology Can Make Government Better, Democracy Stronger, and Citizens More Powerful, y Ciudadanos inteligentes, Estado más inteligente: las tecnologías del conocimiento y el futuro de gobernar, en los que defendía que las instituciones hicieran un mejor uso de los conocimientos y la experiencia de los ciudadanos.




  Sin embargo, este nuevo libro va más allá de la teoría y se centra en las habilidades y prácticas cotidianas para resolver problemas de forma más democrática. Ofrece un manual para un público más amplio que el de la Administración pública y va dirigido a todos aquellos que trabajan o estudian la resolución de problemas públicos y la innovación social, ya sea desde su puesto en escuelas profesionales, escuelas de negocios, de derecho, de ingeniería o de informática, o los que simplemente quieren actuar en sus respectivas comunidades. Me planteo definir la resolución de problemas públicos a través de un nuevo marco mental organizativo y un nuevo conjunto de habilidades individuales que contrasta con la resolución de problemas privados. Se trata de un trabajo que se diferencia de los pocos estudios existentes sobre el espíritu de la empresa pública, que analizan casos de instituciones innovadoras, pero que no prestan atención a la creación de las capacidades individuales necesarias para dicha innovación.




  En este libro, en cambio, hay ejemplos de todo el mundo, así como datos de encuestas y entrevistas para sacar conclusiones sobre las habilidades y capacidades que necesitan los empresarios públicos. Si el lector se ve a sí mismo como un potencial resolutor de problemas públicos o un emprendedor público, espero ofrecerle recetas más sólidas para que pueda avanzar en sus propios proyectos, tanto si está dentro del gobierno como si trabaja desde fuera en iniciativas impulsadas por una misión.31




  El libro debería resultar atractivo tanto para académicos como para profesionales, ya sean políticos, funcionarios públicos o emprendedores sociales. Tras explicar, en el capítulo 2, el contexto histórico y político de la resolución de problemas públicos, en los capítulos siguientes se expone un conjunto de heurísticas innovadoras para resolver problemas complejos, utilizando para ello un kit de herramientas más amplio –que incluye el big data y las nuevas tecnologías– que el que encontramos tradicionalmente en el análisis de políticas públicas, y que se desarrolla en un diálogo y en una colaboración mucho más profundos con los datos y las comunidades.




  Cada capítulo presenta una habilidad diferente, explica el valor que tiene y cómo funciona en la práctica. Cada capítulo concluye con una sección titulada «Para poner en práctica» que contiene ejercicios para que el lector pueda aplicar la habilidad correspondiente en su propio trabajo. He utilizado estos ejercicios a lo largo de muchos años de formación para funcionarios de gobiernos del mundo entero, desde Singapur y Nueva Zelanda hasta México y Ghana, así como para innovadores sociales y estudiantes de universidades como la de Nueva York, Yale y Stanford. En 2003, impartí mi primera versión de un curso de resolución de problemas públicos, hace ya casi veinte años. Los ejercicios de este libro están concebidos para ayudar al lector a desarrollar prácticas innovadoras de resolución de problemas y aplicarlas a sus propios proyectos. Son un subconjunto de los ejercicios que he ido recopilando de personas y organizaciones inteligentes de todo el mundo que han sido pioneras en metodologías innovadoras. Las versiones interactivas de estos ejercicios y un curso en línea que los acompaña también están disponibles para el lector en la página web https://solvingpublicproblems.org.




  CONCLUSIÓN




  El descubrimiento de fármacos de código abierto «ya no es un proyecto, sino un movimiento», escribe Samir Brahmachari.32 La Fundación Open Source Pharma, creada en 2018 para aplicar todo este esfuerzo de crowdsourcing a los ensayos clínicos, tomó la metformina, el medicamento genérico para la diabetes, y lo incorporó a los ensayos clínicos de fase 2B como tratamiento para la tuberculosis. El proceso duró menos de un año y costó menos de 50.000 dólares.33 En cambio, los investigadores de la Universidad de Tufts calculan que el desarrollo de un medicamento medio cuesta 2.600 millones de dólares.34




  Del mismo modo, Graciela Reyes no sólo dirigió el Programa Desafíos, sino que supervisó un proceso por el que el municipio convirtió el modelo Desafíos de colaboración con la ciudadanía en el nuevo paradigma de las actuaciones gubernamentales en San Pedro.35




  Jonathan Wachtel ya no es el planificador de la ciudad de Lakewood, sino su director de sostenibilidad, y Barrios Sostenibles se ha convertido en una extensa red de cuatro ciudades con miles de proyectos exitosos bajo el paraguas de una nueva organización sin ánimo de lucro.




  Dados los desafíos complejos e interdependientes a los que se enfrenta nuestro mundo –que no han hecho más que aumentar desde que comenzamos a padecer la pandemia y su posterior recesión en 2020– debemos abordar toda esta pluralidad de problemas sociales con una urgencia cada vez mayor. Podemos hacerlo con las técnicas que utilizan estos emprendedores públicos. Además, si el número de personas que trabaja en el gobierno y que adopta este tipo de técnicas fuera mayor, podríamos conseguir que dicho gobierno fuera más eficaz y legítimo, porque lograría que se hicieran las cosas que les importan a las personas de carne y hueso.




  Si las experiencias y los ejemplos descritos en este libro sirven de pauta, podremos formar a las personas dentro y fuera de la Administración para que trabajen de una forma más abierta y colaborativa, aprovechando tanto los datos existentes como la inteligencia humana para mejorar y acelerar la resolución equitativa de los problemas y, a la vez, obtener una profunda satisfacción profesional en el camino. Cómo conseguir eso es el tema de este libro.




  

    CAPÍTULO 2




    El gobierno que menos gobierna


    gobierna mejor. La política de resolución


    de problemas y la crisis de confianza


  




  No hay asunto más delicado de tomar en la mano, ni más peligroso de conducir, ni más dudoso en su éxito, que erigirse en líder de los cambios. Porque el que innova tendrá por enemigos a todos los que están bien bajo el orden de cosas existentes, y sólo tibios partidarios en los que podrían estar mejor bajo el nuevo.




  MAQUIAVELO, El príncipe




  LA CRISIS DE CONFIANZA


  EN LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS




  La calidad del aire en la ciudad de Louisville es de las peores de Estados Unidos. El aire es especialmente malo en el lado oeste de la ciudad, una zona pobre y de población predominantemente afroamericana. El dióxido de nitrógeno y el dióxido de azufre que emiten las centrales eléctricas de caucho y carbón cercanas obligan a la gente a utilizar inhaladores de emergencia con mucha más frecuencia que en cualquier otra parte de la ciudad. En 2015, el jefe de innovación de Louisville, Ted Smith, creó AIR Louisville, una colaboración entre el gobierno de la ciudad, la universidad local y una spin-off social llamada Propeller. El resultado fue el mayor estudio de salud pública sobre enfermedades respiratorias jamás realizado en colaboración público-privada.




  El proyecto reclutó a más de mil residentes de la ciudad para hacer un seguimiento de dónde, cuándo y por qué sufrían síntomas de asma o de enfermedad pulmonar obstructiva crónica (EPOC). Se distribuyeron sensores de medicación con GPS y se notificó a los enfermos los días en los que era probable que sus dolencias empeoraran. Los sensores recopilaron 1,2 millones de puntos de datos provenientes de los inhaladores, incluidos 251.000 inhalaciones de medicamentos, para ayudar a que la ciudad pudiera conocer las causas de los síntomas de asma y EPOC de sus residentes. El resultado de este uso innovador de los datos y de esa acción colectiva ciudadana supuso un descenso del 82% de uso de inhaladores de rescate para asmáticos y un incremento del doble de días que los enfermos de asma pasaban sin síntomas. Actualmente, la ciudad aún está haciendo más para combatir la persistencia de estas afecciones, aumentando la cobertura de árboles en las zonas de alto riesgo de asma, trabajando para alejar de los barrios más vulnerables los camiones que más contaminación emiten y proporcionando una tarjeta de previsión del asma a todos los ciudadanos mediante un sistema de alerta automatizado Smart Louisville.1




  Si bien no todos los gobiernos emprenden proyectos tan innovadores como el de Ted Smith para AIR Louisville, muchos de ellos, tanto en Estados Unidos como en otros países, cumplen con su deber de manera ética y eficiente. Los aviones aterrizan a tiempo, los alimentos y los medicamentos son seguros, los niños se alimentan y se educan sin coste directo y se protege a las comunidades de la delincuencia y el fraude. En la era del COVID-19, los gobiernos han desempeñado un papel destacado en socorrer a nuestras comunidades y en la lucha mundial contra la pandemia.2 El libro El Estado emprendedor de la economista Mariana Mazzucato se dedica a desmontar el mito de que sólo el sector privado es capaz de innovar mientras que el sector público no lo hace.3 Su libro arroja luz sobre las políticas y subvenciones que contribuyeron a crear Internet, el GPS o empresas de biotecnología, por ejemplo. Una agencia gubernamental prestó a Apple 500.000 dólares antes de que la compañía saliera a bolsa, haciendo posible una de las grandes historias de éxito de la innovación tecnológica de la actualidad.




  Sin embargo, a pesar de los numerosos éxitos que puedan haber alcanzado nuestros gobiernos, se suele creer que las instituciones públicas son incapaces de hacer bien su trabajo y de responder adecuadamente a los desafíos de nuestro tiempo. Desde la crisis del agua en Flint, Míchigan, hasta los inaceptables tiempos de espera para que los veteranos de guerra reciban atención médica, pasando por la crisis del Servicio Postal de Estados Unidos, con demasiada frecuencia el gobierno no cumple con lo que se espera de él o no responde adecuadamente. Incluso cuando el Estado administrativo funciona bien y sin corrupción, los ciudadanos no confían en su eficacia. Si bien en 2020, en el momento álgido de la pandemia de coronavirus, la confianza en el gobierno a nivel mundial experimentó un repunte temporal, como ha sucedido en otros periodos de crisis como la Segunda Guerra Mundial o el 11-S, los estadounidenses consideran que el gobierno de Washington no estuvo a la altura del desafío del virus, y se muestran en desacuerdo con su actuación.4 El número de personas que exige una «reforma muy importante» del gobierno se halla en su punto más alto.5 En todo el mundo, muchas son las personas que están desencantadas con sus respectivos sistemas políticos, sienten que les han fallado.




  Esa creencia va en aumento porque, en efecto, las instituciones públicas suelen ser ineficaces, inflexibles y disfuncionales. En muchos casos –como la respuesta a la pandemia por parte del gobierno federal de Estados Unidos en 2020–, las personas decían no confiar en el gobierno porque este «no merece nuestra confianza».6 Durante los primeros cuatro meses de la pandemia, los dirigentes públicos gastaron más de cien millones de dólares en la empresa de consultoría de gestión McKinsey para mejorar la valoración –o al menos la percepción– de que el gobierno estaba haciendo las cosas bien.7




  Si bien en todas las épocas la gente se ha quejado del gobierno y de la política, los datos de las encuestas evidencian que la confianza en el gobierno en Estados Unidos está en su punto más bajo.8 Cuando en 1958 se preguntó a los estadounidenses: «¿Con qué frecuencia puede confiar en que el gobierno haga lo correcto?», el 73% de los encuestados respondió: «Casi siempre». Pero en 2013 esa cifra había descendido ya a un 28%. En otra encuesta realizada en 2010, la proporción de estadounidenses que «confiaban» plenamente en que el gobierno federal pudiera resolver los problemas que tenía sobre la mesa era de un mísero 4%.9




  Los votantes tienden a ver su gobierno como un «gigante crónicamente torpe, inflado e ineficaz».10 Estados Unidos ha descendido en el índice de democracia de The Economist hasta el vigésimo quinto puesto debido a su mala clasificación en la categoría «funcionamiento del gobierno».11 Tanto los republicanos como los demócratas comparten esta opinión, según afirma el profesor de derecho de la Universidad de Yale Peter Schuck en Why Government Fails So Often. Schuck llega a la conclusión de que los votantes califican tan mal al gobierno porque efectivamente funciona mal. Después de realizar un metaanálisis de 270 evaluaciones de los programas del gobierno federal de Estados Unidos llevadas a cabo por los denominados think tanks, centros de reflexión y laboratorio de ideas orientados a la práctica, así como por la Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) y la Oficina de Responsabilidad del Gobierno (GAO), Schuck descubrió que «sólo un pequeño número de estas evaluaciones podía considerarse positivo. La gran mayoría eran claramente negativas o mostraban resultados mixtos».12




  Por supuesto, cualquier informe que pretenda detectar los fallos del gobierno puede tener un elemento de sesgo de selección. No obstante, al llegar a la «conclusión ineludible» de que el descontento público está justificado por una auténtica falta de eficacia, Schuck cita la afirmación conjunta y bipartidista de los directores de la OMB Peter Orszag, de la Administración Obama, y John Bridgeland, de la Administración Bush. Ambos analistas escribieron: «Basándonos en nuestros cálculos, de cada cien dólares de gasto gubernamental aproximadamente menos de uno puede decirse que ha sido gastado de forma inteligente, incluso de acuerdo con los estándares más básicos».13




  Tales conclusiones llevan al politólogo Paul Light a afirmar que «los fracasos federales se han vuelto tan comunes que más que un shock para el público son ya una expectativa. La pregunta ya no es si el gobierno fallará cada pocos meses, sino dónde lo hará. Y la respuesta es “en cualquier sitio”».14




  Esta implosión de la confianza se ve agravada por una brecha de legitimidad cada vez mayor, la sensación de que los que gobiernan no hablan por nosotros. Mientras que la opinión pública estadounidense está de acuerdo en muchas cuestiones políticas, el Congreso es cada vez más partidista y se halla más polarizado, una divergencia que ha ido en aumento desde los años ochenta. Todos los días es día de elecciones en el Congreso.15




  Además, las preferencias del estadounidense medio parecen tener un impacto mínimo, casi nulo, y estadísticamente insignificante, en la política pública. Podría decirse que el voto importa poco. Los teóricos conservadores Bryan Caplan e Ilya Somin, ambos profesores de derecho de la Universidad George Mason, siguiendo la tradición de Anthony Downs en su clásico de 1957 Teoría económica de la democracia, ven el voto, esa forma básica de participación democrática, como algo irracional e irrelevante.16 Echan la culpa a lo que perciben como la base de ciudadanos incompetentes y no al diseño de nuestras instituciones actuales y a su funcionamiento.17 Los politólogos Chris Achen y Larry Bartels, en un trabajo que ha sido ampliamente criticado, llegan a decir que el voto es tan irracional y los votantes tan incompetentes que todo, desde el clima hasta los ataques por parte de los tiburones, condicionan presumiblemente el voto de la gente en mayor medida que una decisión informada.18




  La preocupación de que el gobierno del pueblo por el pueblo es un mito también proviene de la izquierda. Como concluyen Jacob Hacker y Paul Pierson en el libro Winner-Takes-All Politics, la multimillonaria maquinaria de lobbies que surgió en la década de 1970 para luchar contra los costes que los programas de bienestar y la protección social de la iniciativa Gran Sociedad exigían a las empresas, ha impulsado continuamente una agenda legislativa diseñada para favorecer a los ricos en detrimento de la clase media. Su libro es una crónica de la exclusión sistemática del ciudadano de a pie del mundo de la política, como consecuencia de la alianza entre las grandes empresas y el poder político. Las grandes corporaciones ejercen una influencia descomunal.19 A medida que la desigualdad va en aumento, argumentan, la gente ya no siente que las cosas vayan bien o que el gobierno la represente. Tal vez un indicador de la influencia indebida de las empresas sea el crecimiento del número de grupos de presión, que ha pasado de 175 en 1971 a más de 11.000 en la actualidad, lo que refleja la tendencia del Congreso a favorecer los intereses empresariales de los más ricos.20 «La complejidad e incoherencia de nuestro gobierno», señala Stephen Teles, se suma al reto de la participación. Los legalismos, la jerga y las complejas normas a menudo «nos dificultan la comprensión de lo que está haciendo ese gobierno, y entre las prácticas que con mayor frecuencia se ocultan a la vista del público está la creciente tendencia de la política pública a redistribuir los recursos hacia arriba, hacia los ricos y los organizados, a expensas de los más pobres y menos organizados”.21 Con una legislación elaborada en gran parte por personal técnico y funcionarios electos que trabajan a puerta cerrada, no es de extrañar que los índices de confianza en el Congreso hayan alcanzado mínimos históricos.




  Los lobistas y los grupos de presión compiten por el tiempo de contacto personal con los legisladores, mientras que los correos electrónicos y las cartas de los electores se acumulan en las oficinas del Congreso. La hipótesis de que el Congreso no representa al público estadounidense y que las preferencias de los ciudadanos no guían a Washington se confirma en la práctica. Los políticos se pavonean delante de las cámaras mientras pasan la culpa y la responsabilidad a las generaciones futuras por una legislación ineficaz. Sin herramientas o procesos que fomenten una conversación bidireccional significativa con los funcionarios electos o designados, la legitimidad se resiente.




  La crisis de confianza en las instituciones públicas alimenta un debate antiguo y muy partidista sobre el papel del gobierno, en el que los dos polos del debate se han definido entre los partidarios de un gobierno más grande y los partidarios de uno más pequeño. «Gobierno grande» evoca imágenes negativas de burocracia esclerótica y de intromisión en la vida privada. Los llamados conservadores del «gobierno pequeño» ven justamente a este como el principal impedimento para resolver los problemas reales, sobre todo cuando las regulaciones interfieren con la realización de negocios. Piden que se limite el tamaño del gobierno para evitar una intervención excesiva en la economía o en la vida privada.




  Sin embargo, plantear la discusión sobre la falta de confianza en el gobierno en términos de su tamaño crea una falsa dicotomía entre grande y pequeño. Aunque los conservadores tienen razón en lo que respecta a la burocracia excesiva, también se equivocan. El gobierno tiene un papel vital que desempeñar como árbitro independiente y neutral del interés público. Necesitamos un gobierno fuerte para salvaguardar el estado de derecho y los derechos de las minorías y para administrar con justicia programas y servicios que funcionen para todos y no sólo para algunos. Como hemos visto con el COVID-19, necesitamos que el gobierno desempeñe un papel de coordinación para garantizar la adecuada disponibilidad y distribución de pruebas, vacunas y equipos de protección personal, por ejemplo.




  Pero ser partidario del papel del gobierno no tiene por qué equivaler a estar satisfecho con su actuación. Ni mucho menos. Hay un creciente clamor público para que los ricos y las empresas paguen la parte que les toca con los impuestos que les corresponde. Eso es absolutamente correcto, pero las instituciones públicas también tienen que hacerlo mejor a la hora de gastar ese dinero y administrar los servicios públicos. Tenemos que transformar el funcionamiento del gobierno para que sea más ágil y eficaz en la resolución de problemas. En lugar de un gobierno más grande o más pequeño, lo que necesitamos urgentemente es uno más fuerte y mejor. Nos enfrentamos a retos muy ambiciosos y necesitamos instituciones que estén a la altura para solucionar los problemas y responder a crisis como las necesidades de atención sanitaria durante una pandemia, el notable índice de desempleo, los niveles excesivos de hambre, el aumento de la desigualdad, el empeoramiento de las relaciones geopolíticas y los estragos que está causando el cambio climático.




  Para poder defender que el resultado de un gobierno mejor –más eficaz, eficiente y legítimo– dependerá de cambiar las prácticas de trabajo y aprender nuevas habilidades en el siglo XXI, primero debemos entender la urgencia de este desafío. Por ello, nos sumergiremos en los orígenes de la crisis de confianza en el gobierno en Estados Unidos y en todo el mundo.




  LOS ORÍGENES DE LA CRISIS DE CONFIANZA


  EN EL GOBIERNO: UNA VISIÓN NORTEAMERICANA




  Las instituciones públicas, cada vez más disfuncionales, han nacido y son el resultado de retos socioeconómicos más amplios a los que el gobierno no ha sabido hacer frente, lo que refuerza aún más la opinión de que las instituciones públicas no funcionan. Estos retos pueden resumirse en una idea: para muchos estadounidenses, su calidad de vida se ha estancado o está en declive. La preocupación por el futuro es generalizada. Aunque hace tiempo que soy escéptica ante las quejas (crecientes incluso antes de la pandemia) de que la vida es hoy peor de lo que era en época pasada, al igual que la mayoría de los estadounidenses tengo la constante sensación, respaldada además por los datos, de que el mundo va en la dirección equivocada.




  En Estados Unidos, aunque la esperanza de vida aumentó durante buena parte de los últimos sesenta años, el índice de crecimiento fue reduciéndose poco a poco, y a partir de 2014 empezó a decrecer.22 Para las personas más pobres, la esperanza de vida es hoy drásticamente más baja que hace unos años.23 En el caso de las mujeres blancas de Estados Unidos que no han terminado los estudios secundarios, su esperanza de vida ha descendido cinco años desde 1990.24 Los hombres estadounidenses ricos viven ahora quince años más que sus conciudadanos más pobres.25 La esperanza de vida de los hombres negros es muy inferior a la de cualquier otro grupo demográfico.26




  El relator especial de las Naciones Unidas sobre la extrema pobreza ha declarado que casi una quinta parte de los niños estadounidenses se encuentran en situación de pobreza, y que estos representan más de una quinta parte de las personas sin hogar en este país.27 Un niño en Estados Unidos tiene un 57% más de probabilidades de morir antes de los diecinueve años que un niño de cualquier otro país de un nivel de riqueza comparable.28 En Nueva Jersey, mi estado natal, una madre negra tiene cinco veces más probabilidades de morir por una complicación del embarazo que una madre blanca del resto del país, la peor disparidad de este tipo en toda la nación.29 El coronavirus no hizo más que poner de nuevo en evidencia las desigualdades existentes entre ciudadanos blancos y los pertenecientes a minorías.30 Por ejemplo, un estudio de la Universidad de California en Los Ángeles (UCLA) ha mostrado que en el condado de Los Ángeles los residentes negros y latinos tienen el doble de probabilidades de morir de COVID-19 que los blancos no latinos. Un estudio de la Universidad de California-San Francisco revela que el 95% de las personas que dieron positivo en COVID-19 en el distrito de Misiones de San Francisco en abril de 2020 eran latinas.31




  «Para los estadounidenses corrientes –escribe el periodista Bob Herbert–, la historia de los últimos años ha sido con demasiada frecuencia una historia de reducción de empleo, de caída de los salarios, de desaparición de las pensiones y de disminución de las expectativas». Mientras que los ingresos de la mitad inferior de la población de Estados Unidos permanecen estancados –lo que también supone un coste importante para la salud pública–, los ingresos medios antes de impuestos del decil superior se han duplicado desde 1980, y los del 0,001% más rico se han multiplicado por siete.32 La desigualdad ha alcanzado niveles históricos y empeora cada día.




  Esta desigualdad de renta innecesaria se ve exacerbada por los crecientes niveles de desempleo. Durante la epidemia de coronavirus, el desempleo se disparó de un 3,5% en febrero de 2020 a casi un 15% en abril del mismo año, una cifra que no incluía los millones de trabajadores que abandonaron por completo el mercado de trabajo o los que se vieron obligados a trabajar a tiempo parcial, por no mencionar a los que tuvieron dificultades para solicitar el seguro de desempleo debido a la sobrecarga de peticiones en los sitios web del gobierno; y los trabajadores con salarios más bajos fueron los que más sufrieron, de forma desproporcionada, el impacto del desempleo.33




  La incertidumbre sobre el impacto de la tecnología en el mercado de trabajo agravó aún más el problema. Las nuevas tecnologías, desde la invención del hacha hasta la de la calculadora, siempre han transformado el tipo de trabajo que realizamos. En 1900, el 41% de los estadounidenses trabajaba en la agricultura; en el 2000, sólo lo hacía el 2%. Del mismo modo, la proporción de estadounidenses empleados en la industria manufacturera descendió del 30% al término de la Segunda Guerra Mundial a cerca del 10% en la actualidad. En ambos casos, nuevos tipos de empleos surgieron para sustituir a los antiguos.




  ¿Volverá esto a ocurrir? ¿O el mercado de trabajo tardará años en recuperarse? Mientras la innovación tecnológica va acelerándose, todavía no ha surgido ninguna visión compartida sobre el futuro del mercado de trabajo o de sus principales polos de dinamismo. «Lo más probable es que ciertas actividades acaben siendo automatizadas, y ello obligará a transformar por completo muchos procesos empresariales y a redefinir los puestos de trabajo que desempeñan las personas, del mismo modo que se redefinió el trabajo del cajero de banco con la llegada de los cajeros automáticos», explica en The Atlantic el economista James Bessen.34




  Hoy en día, algunos sostienen que las nuevas tecnologías de automatización e inteligencia artificial (IA) crearán puestos de trabajo, incluyendo nuevos tipos de empleos.35 Algunos incluso imaginan un mundo de superabundancia en el que trabajar pasará a ser vocacional y nos permitirá hacer aquello que nos apasione en los términos que nosotros fijemos. Otros predicen, con igual y opuesta convicción, que las máquinas y los humanos librarán una lucha darwiniana, y que las máquinas vencerán. Los sistemas de inteligencia artificial podrán hacerse cargo de las tareas propias de trabajos mediana y altamente cualificados, mientras que los robots se encargarán de los trabajos de servicio que antes requerían mano de obra humana poco cualificada. El resultado será un desempleo masivo, una caída de los salarios y una desestabilización económica desgarradora.36 Con independencia de lo que nos depare el futuro, las tendencias actuales en el empleo están exacerbando la disparidad en los ingresos y la riqueza entre las personas altamente cualificadas y las poco cualificadas, desplazando a los trabajadores, reduciendo los salarios y causando efectos devastadores en la vida de las personas.




  Estas sombrías tendencias contribuyen a que los niveles de violencia en Estados Unidos se hallen entre los más altos de los países más ricos del mundo. Según una encuesta de 2017, cerca de un 40% de estadounidenses poseen un arma de fuego o viven en un hogar donde hay al menos una. La tasa de asesinatos y homicidios por arma de fuego es la más alta del mundo desarrollado.37 En 2019 hubo más tiroteos masivos que días del año. Cabe destacar que casi dos tercios de las muertes por arma de fuego son suicidios. La tasa de suicidios con armas de fuego es ocho veces superior a la de otros países de renta alta.38 El miedo a la violencia es muy real para los estadounidenses negros e hispanos. Aunque la mitad de las personas abatidas por la policía son blancas, los estadounidenses de raza negra reciben disparos por parte de esta de forma desproporcionada. Según los registros desde el año 2015, los estadounidenses de raza negra representan menos del 13% de la población de Estados Unidos, pero son asesinados por la policía en una proporción de más del doble que los estadounidenses de raza blanca. Los hispanoamericanos también son asesinados por la policía en una ratio desproporcionada.39




  El racismo omnipresente acecha nuestras instituciones sociales y perpetúa las tremendas desigualdades de renta, encarcelamiento, resultados educativos e incluso de esperanza de vida. La pandemia de coronavirus, como tantos otros problemas, ha afectado de forma desmedida a las comunidades de color. En el momento de redactar este informe, según APM Research, la tasa de mortalidad general por COVID-19 de los estadounidenses de raza negra es 2,4 veces mayor que la de los blancos y 2,2 veces mayor que la de los asiáticos y los latinos.40




  Para emporar aún más las cosas, según nos cuenta el filósofo de Harvard Michael Sandel, esta disminución de la calidad de vida va unida a una «retórica del ascenso» meritocrático compartida por ambos partidos políticos: si todos tienen una oportunidad de triunfar en el sueño americano, entonces el fracaso en la vida es culpa de uno mismo. La desigualdad de resultados se ampara, pues, en la supuesta igualdad de oportunidades. Sin embargo, en Estados Unidos, no es tan fácil ascender por la escalera social. En realidad, la movilidad social es hoy en día más difícil de alcanzar que en Canadá o en Europa. Así, a medida que aumentan las desigualdades, el presuntuoso «ayúdate a ti mismo», unido a un enfoque de gobierno tecnocrático y orientado al mercado que excluye a la gente corriente, alimenta el descontento populista, la frustración social, la ira y la decepción ante la tiranía del mérito.41




  LOS ORÍGENES DE LA CRISIS DE CONFIANZA


  EN EL GOBIERNO: UNA VISIÓN GLOBAL




  En todo el mundo, el progreso exponencial en las últimas décadas de la ciencia y la tecnología ha hecho posible que los seres humanos vivan más tiempo, que estén más sanos y sean más creativos. Estamos más alfabetizados y mejor educados que nunca. En todo el planeta –aunque en diferentes grados en distintos países–, los niveles de comercio, prosperidad y movilidad han aumentado, estimulados por el boom de las tecnologías de Internet y de la telefonía móvil que aceleran la difusión de ideas, la cultura y la movilidad de las personas. Antes del COVID, la pobreza mundial había disminuido y la esperanza de vida aumentado. En el momento de escribir este capítulo más de cien millones de personas han sido arrojadas a la pobreza extrema, ha fallecido más de un millón de personas por el virus, y se espera que ambas cifras aumenten. Sin embargo, en los últimos cuarenta años, el número anual de muertes de niños menores de cinco años se ha reducido a la mitad.42




  Estos cambios remarcables han alimentado la expectativa de que incluso nuestros retos globales más difíciles pueden ser abordados. Sin embargo, estos cambios también generan frustración. Cuanto más padecemos lo que el analista político Moisés Naím llama la «masiva transformación cognitiva y emocional», generada por la innovación tecnológica, más reclama la ciudadanía instituciones que la ayuden a hacer frente a la situación actual y más decepcionada se siente cuando no obtiene dicha ayuda.43 Las altas expectativas de nuestros ciudadanos unidas a la creciente desigualdad son una mezcla explosiva. Entre los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la renta media del 10% más rico de la población es aproximadamente nueve veces superior a la del 10% más pobre.44 Se prevé que Jeff Bezos, CEO de Amazon, se convertirá en el primer trillonario del planeta en 2026. A nivel global, el 1% más rico de la población controla el 82% de la riqueza total, y sólo 42 personas poseen la misma cantidad de riqueza que el 50% más pobre de la población mundial, según Oxfam.45




  Igual de grave que el problema de la desigualdad, si no más, es el impacto del cambio climático, que amenaza con revertir los logros que gran parte de la población mundial había conseguido en las últimas décadas. En una histórica cumbre de las Naciones Unidas celebrada en septiembre de 2015, los líderes de 193 países ratificaron diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Estos incluyen la lucha contra la pobreza y la desigualdad y el fomento de la igualdad de género, la buena salud, la educación de calidad, el agua potable y las ciudades sostenibles.




  No obstante, la necesidad de reducir las emisiones de gases de efecto invernadero es primordial. Una serie de informes de las Naciones Unidas y de científicos expertos en clima, redactados en un lenguaje cada vez más apremiante, advierten de que las promesas de limitar el calentamiento a dos grados centígrados realizadas en la Cumbre del Clima de París en 2015 no serán suficientes para evitar las consecuencias del cambio climático que amenazan la vida de todas las especies, incluidos los seres humanos.46 Si no detenemos la progresión del calentamiento, el planeta llegará pronto a un punto de no retorno. El derretimiento de la capa de hielo de la Antártida, el aumento de las temperaturas y la subida del nivel del mar ya han provocado huracanes cada vez más intensos (tanto que ha sido necesario utilizar el alfabeto griego, además del inglés, para nombrar todas las tormentas del Atlántico), incendios forestales cada vez más extremos y frecuentes, más sequías y olas de calor, y patrones de precipitación menos predecibles, con las devastadoras consecuencias humanas y económicas que vemos en todo el mundo.47 Se espera que esas catástrofes se intensifiquen. También se espera que más de un millón de especies desaparezcan como consecuencia de ello.48 Si tenemos en cuenta que los cinco años más cálidos del registro mundial se produjeron en la década de 2010 y los diez años más cálidos del registro se han producido todos desde 1998, no es de extrañar que el cambio climático –y la inacción política al respecto– encabecen la lista de problemas que mayor preocupación generan a las personas de todo el mundo.49




  Para muchos, sin embargo, el aumento de los niveles de violencia provoca una mayor ansiedad que el aumento de las temperaturas. Aunque los niveles de violencia relacionada con la guerra y el terrorismo están disminuyendo, la violencia sigue asolando muchas sociedades. El número de muertes por terrorismo ha disminuido en los últimos años con el declive del Estado Islámico en Siria e Irak. Sin embargo, el terrorismo de extrema derecha va en aumento en los países occidentales, y diecinueve países registraron más de cien muertes por cualquier tipo de terrorismo en 2017, lo que ha supuesto para muchas personas el resurgimiento del fantasma de la violencia.50




  La violencia, el cambio climático y las condiciones económicas inestables generan flujos migratorios, que han aumentado casi un 25% desde 2011. Se estima que en 2017 había cerca de 258 millones de migrantes en el mundo.51 El número de personas que viven en situación de desplazamiento interno es el más alto de la historia. «Los conflictos no resueltos, las nuevas oleadas de violencia y los fenómenos meteorológicos extremos fueron los responsables de la mayor parte de los nuevos desplazamientos en 2018», nos dice Alexandra Bilak, directora del Observatorio de los Desplazamientos Internos.52 Mientras que el número de migrantes internacionales alcanza nuevos máximos históricos, la gente de todo el mundo muestra «poco deseo de que haya más migraciones», ya sea hacia o desde sus países, según informa el Pew Research Center.53 Menos de un tercio de los ciudadanos de los veintisiete países encuestados por Pew afirma que su nación debería permitir la entrada de más inmigrantes.




  En muchos países de renta alta, la inmigración está generando una intensa división política, especialmente en Europa. Según Dalia Research, los partidos antiestablishment están en auge porque los europeos están hartos de su clase política. La nacionalista Alternativa para Alemania (AfD), por ejemplo, ha crecido rápidamente desde su fundación en 2013 y, hoy en día, es el principal partido de la oposición en el Bundestag alemán. Apenas un tercio de los ciudadanos europeos confía en que los políticos hagan lo correcto. La desconfianza se extiende más allá del sector público para incluir a empresas, ONG y medios de comunicación, y se refuerza a sí misma. La sensación de que el sistema está roto no hace más que «aumentar la vulnerabilidad al miedo, provocando en última instancia una mayor desconfianza en las instituciones».54 Como resultado, pese a que el número de democracias existentes en el mundo no ha dejado de crecer desde la Segunda Guerra Mundial (la mitad de la población mundial vive en democracia), y a pesar de las pruebas empíricas de que los ciudadanos que viven en sistemas democráticos viven más tiempo y tienen mejor salud que los demás, una reciente encuesta del Pew Research Center en veintisiete países reveló que más de la mitad de sus ciudadanos están insatisfechos con el funcionamiento de la democracia en su país.55




  La tensión creciente entre el internacionalismo liberal y cosmopolita y el nacionalismo xenófobo ha producido líderes populistas como Donald Trump en Estados Unidos, Viktor Orbán en Hungría, Mateusz Morawiecki en Polonia, Nicolás Maduro en Venezuela y Jair Bolsonaro en Brasil. Estos aspirantes a «grandes hombres de la historia» explotan la sensación de crisis e incertidumbre y los temores de su gente de que el sistema no está funcionando a su favor.56 Avivan la preocupación por la inmigración, la globalización, la transformación tecnológica y la cambiante dinámica de género con discursos nacionalistas.57 A pesar de no haber ganado en número de votos, o quizá precisamente por ello, Trump utilizó su discurso de investidura para hacerse eco del falso grito de guerra de los populistas a lo largo de los siglos: «Hoy no estamos simplemente transfiriendo el poder de una Administración a otra, o de un partido a otro, sino que estamos transfiriendo el poder de Washington D. C., y devolviéndoselo a ustedes, el pueblo».58




  DE RONALD A DONALD: EL GOBIERNO


  QUE MENOS GOBIERNA GOBIERNA MEJOR




  El rechazo actual contra la proliferación del aparato burocrático y contra la influencia de los expertos en políticas públicas no es algo nuevo. Comenzó con lo que los politólogos denominaron la presidencia «antianalítica» de Ronald Reagan y los intentos conservadores de privatizar la resolución de los problemas públicos en un esfuerzo por reducir el tamaño del gobierno.




  Tras la Segunda Guerra Mundial, el gobierno federal de Estados Unidos creó nuevos mecanismos y burocracias para obtener información y conocimientos técnicos con el fin de abordar los problemas de una forma sistemática y resolver aquellos nuevos de reciente aparición. Durante la presidencia de Lyndon Johnson, los economistas acudieron masivamente a Washington para participar en la creación de los programas de la iniciativa llamada Gran Sociedad con el fin de combatir la desigualdad y la pobreza. Se consideraba que estos «mandarines de los números» estaban a la altura de la tradición wilsoniana de gestores públicos neutrales y no partidistas. En 1965, el presidente Johnson consiguió que la Oficina del Presupuesto (hoy OMB) emitiera una directiva para establecer oficinas de análisis de políticas públicas en los departamentos y agencias federales.59




  El presidente Reagan y su círculo de neoconservadores trataron de revertir esta tendencia para desmantelar el edificio burocrático de la posguerra, en particular la creación de los programas Medicare y Medicaid, que había supuesto un hito en el crecimiento del Estado nación y de su poder. Reagan y sus aliados estaban resentidos por lo que consideraban una extralimitación y una intrusión del Estado en todos los rincones de la economía y de la sociedad. Su presidencia fue, en parte, un intento ideologizado de externalizar la búsqueda de problemas y de sus soluciones a think tanks y al sector privado.




  Bajo el mandato de Reagan, las unidades de análisis del sector público redujeron su tamaño. Los presidentes George H. W. Bush y Bill Clinton continuaron con esta tendencia, a pesar de sus propias fortalezas personales en el análisis de políticas públicas. Ambos concentraron y politizaron el control de la elaboración de políticas públicas en la OMB y rechazaron la maquinaria descentralizada de búsqueda de problemas del aparato burocrático, de los miles de funcionarios cuyo trabajo limitaba el poder y la discreción de los líderes políticos electos, esos funcionarios a los que a Trump le gusta referirse como el Deep State (Estado profundo). Como resultado de ello, el tamaño del gobierno federal disminuyó de manera importante, invirtiendo la tónica de crecimiento que había seguido desde la Segunda Guerra Mundial, y desde entonces ha seguido reduciéndose.60




  La politización de la resolución de problemas se ha producido también en el ámbito legislativo. La separación de poderes entre el ejecutivo y el legislativo impulsó al Congreso a contar con sus propias fuentes de información y conocimiento técnico para poder acceder a «números honestos» que fueran independientes de los de la Casa Blanca. Así, tal y como había crecido la Administración pública, también lo hizo el poder y el alcance de la supervisión política por parte del Congreso. Durante la década de 1970, se crearon la Oficina Presupuestaria del Congreso y la Oficina de Evaluación Tecnológica y se reorganizó el Servicio de Investigación del Congreso (CRS) con el fin de proporcionar al proceso legislativo partidista investigaciones no partidistas. Estas unidades de análisis especializadas complementaron el ya numeroso personal del Congreso en las cámaras de senadores y representantes.
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